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RECURSO DE REPOSICIÓN REF.: EJECUTIVO SINGULAR DEMANDANTE: MEDIFACA IPS S.A.S DEMANDADO: SEGUROS DEL ESTADO
RADICACIÓN: 11001310301120210000700  4  

Lun 2/08/2021 5:09 PM

Acuso recibido 
Atentamente: 
Rubén Darío Vallejo Hernández 
Asistente Judicial 

Lun 2/08/2021 4:37 PM

Doctora:
MARIA EUGENCIA SANTA GARCIA
JUEZ  ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
E.S.D.
 

 
 
REF.:                    EJECUTIVO SINGULAR
DEMANDANTE:   MEDIFACA IPS S.A.S 
DEMANDADO:     SEGUROS DEL ESTADO 
RADICACIÓN:     11001310301120210000700
 

 
HEIDI LILIANA GIL ARIAS, mayor de edad, domiciliada en Bogotá,
identificada con la Cédula de Ciudadanía No 52.880.926 de Bogotá,
abogada en ejercicio y portadora de la T.P 123.151 de C. S de la J, en calidad de apoderada general de SEGUROS DEL ESTADO S.A.,  por
medio del presente escrito, encontrándome dentro de la oportunidad legal, interpongo recurso de reposición, contra el auto que libró
mandamiento de pago adiada 27 de julio de 2021 notificado en estado de 28 de julio, para lo cual allegó escrito y anexos en
formato PDF.

AGRADEZCO CONFIRMAR RECIBIDO 

El lun, 2 ago 2021 a las 16:20, Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C. (<ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>)
escribió:

Cordial saludo,
Previo a dar trámite a su memorial favor allegar todos los archivos allegar todos los archivos en formato pdf el cual es el formato utilizado en los expedientes
electrónicos.





Atentamente: 
Rubén Darío Vallejo Hernández 
Asistente Judicial 

CEL. 3212368326

-


_____________________________________________________________________________

"Los datos y la información transmitida en este correo electrónico, como en sus anexos y archivos adjuntos, tienen el carácter de confidencial, privilegiada y protegida
legalmente; dirigida de manera exclusiva a su o sus destinatarios, razón por la que, si usted no es parte de

estos, favor abstenerse de copiarla, reproducirla, compartirla, imprimirla o transmitirla a terceras personas, de igual forma deberá eliminarla de manera
inmediata y dar aviso de tal situación a su remitente."

Lun 2/08/2021 4:20 PM

Cordial saludo,
Previo a dar trámite a su memorial favor allegar todos los archivos allegar todos los archivos en formato pdf el cual es el formato utilizado en los expedientes electrónicos.

Atentamente: 
Rubén Darío Vallejo Hernández 
Asistente Judicial 

Lun 2/08/2021 3:42 PM



Doctora:
MARIA EUGENCIA SANTA GARCIA
JUEZ  ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
E.S.D.
 

 
 
REF.:                    EJECUTIVO SINGULAR
DEMANDANTE:   MEDIFACA IPS S.A.S 
DEMANDADO:     SEGUROS DEL ESTADO 
RADICACIÓN:     11001310301120210000700
 RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA AUTO QUE LIBRÓ MANDAMIENTO DE PAGO
 

 
HEIDI LILIANA GIL ARIAS, mayor de edad, domiciliada en Bogotá,
identificada con la Cédula de Ciudadanía No 52.880.926 de Bogotá,
abogada en ejercicio y portadora de la T.P 123.151 de C. S de la J, en calidad de apoderada general de SEGUROS DEL ESTADO S.A.,  por
medio del presente escrito, encontrándome dentro de la oportunidad legal, interpongo recurso de reposición, contra el auto que libró
mandamiento de pago adiada 27 de julio de 2021 notificada por estado de 28 de julio, para lo cual allegó escrito y anexos.




Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.
    

Para:  Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com>



Responder Reenviar

LA
Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com>

    

Para:  Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.; Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com> y 1 usuarios más

RECURSO DE REPOSICIÓ…
7 MB 



Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.
    

Para:  Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com>



LA
Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com>

    

Para:  Juzgado 11 Civil Circuito - Bogota - Bogota D.C.; Liliana Gil Arias <liliana.gil@sercoas.com>
CC:  Ivan Hernan Monroy Cadavid <medifacaips@gmail.com>; Miller Augusto Vargas Zamora <miller_var@hotmail.com>

RELACIÓN RECURSO DE …
11 KB 

RECURSO DE REPOSICIÓ…
7 MB 

2 archivos adjuntos (7 MB) Descargar todo Guardar todo en OneDrive - Consejo Superior de la Judicatura

Buscar



https://outlook.office.com/calendar/
https://outlook.office.com/people/
https://outlook.office.com/files/
https://to-do.office.com/tasks/?auth=2&fromOwa=true&graduated=true&auth_upn=ccto11bt%40cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.office.com/launch/word?auth=2&username=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co&login_hint=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.office.com/launch/excel?auth=2&username=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co&login_hint=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.office.com/launch/powerpoint?auth=2&username=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co&login_hint=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.office.com/launch/onenote?auth=2&username=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co&login_hint=ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
https://www.yammer.com/office365
https://outlook.office.com/owa/?realm=cendoj.ramajudicial.gov.co&exsvurl=1&ll-cc=9226&modurl=0
mailto:ccto11bt@cendoj.ramajudicial.gov.co




 

 
El Defensor del Consumidor Financiero es: Dr. Manuel Guillermo Rueda S. Dir.: Calle 28 13A-24 Of. 517 Bogotá D.C. Tel. 751 8874 E-mail: defensoriaestado@gmail.com 

OFICINA PRINCIPAL: Carrera 11 N° 90-20 BOGOTÁ D.C. Conmutador: 2186977 - 6019330 
LINEA DE ASISTENCIA: EN BOGOTÁ 3078288 – CELULAR #388 – FUERA DE BOGOTÁ 018000 12 30 10 

www.segurosdelestado.com 
 

Doctora: 
MARIA EUGENCIA SANTA GARCIA 
JUEZ  ONCE (11) CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.S.D. 
 

 
  
REF.:   EJECUTIVO SINGULAR 
DEMANDANTE:   MEDIFACA IPS S.A.S  
DEMANDADO:     SEGUROS DEL ESTADO  
RADICACIÓN:     11001310301120210000700 
 

 

HEIDI LILIANA GIL ARIAS, mayor de edad, domiciliada en Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No 52.880.926 de Bogotá, abogada 

en ejercicio y portadora de la T.P 123.151 de C. S de la J, en calidad de 

apoderada general de SEGUROS DEL ESTADO S.A.,  por medio del presente 

escrito, encontrándome dentro de la oportunidad legal, interpongo recurso 

de reposición, contra el auto que libró mandamiento de pago adiada 27 de 

julio de 2021 notificado en estado de 28 de julio, en los siguientes términos:  

 
 

I. OBJETO DEL RECURSO 
 

Con el presente recurso pretendo que el auto mandamiento de pago de fecha 

27 de julio de 2021, SE REVOQUE y, en su lugar, se deniegue dicha orden 

de pago por no reunir los requisitos establecidos en la Ley para tal efecto, 

habida cuenta que ese Despacho pasó por alto sendos yerros contenidos en 

lo que el demandante entendió “título ejecutivo” suficiente para que se 

librara la orden de pago objeto de este recurso. 

 
II. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 
Según lo previsto en el artículo 430 del Código General del Proceso, contra 

el auto que libra mandamiento de pago procede el recurso de reposición a 

fin de controvertir los requisitos formales del título. Dicha norma es del 

siguiente tenor: 

 
«ARTÍCULO 430. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la 
demanda acompañada de documento que preste mérito ejecutivo, el 
juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la 
obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel 
considere legal.  
 
Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán 
discutirse mediante recurso de reposición contra el 
mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia 
sobre los requisitos del título que no haya sido planteada por medio 
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de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales del título 
ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la 
sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, 
según fuere el caso. 
 
Cuando como consecuencia del recurso de reposición el juez 
revoque el mandamiento de pago por ausencia de los requisitos del 
título ejecutivo, el demandante, dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la ejecutoria del auto, podrá presentar demanda ante 
el juez para que se adelante proceso declarativo dentro del mismo 
expediente, sin que haya lugar a nuevo reparto. El juez se 
pronunciará sobre la demanda declarativa y, si la admite, ordenará 
notificar por estado a quien ya estuviese vinculado en el proceso 
ejecutivo» (Subrayado fuera del texto original). 

 
A su turno, el numeral 3 del artículo 442 del CG del P, indica que los hechos 

que configuren excepciones previas deberán alegarse mediante reposición 

contra el mandamiento de pago. 

 

En consecuencia, en virtud de que la única forma de controvertir los 

requisitos formales del título ejecutivo, tal como lo dispone la norma en cita, 

el por la vía del recurso de reposición, esta impugnación es completamente 

procedente y, por ende, deberá dársele un trámite expedito. 

 

En lo tocante a la oportunidad del recurso, según lo previsto en el artículo 

318 del Código General del Proceso, el recurso de reposición deberá ser 

interpuesto dentro de los 3 días siguientes a la notificación del auto que sea 

objeto de impugnación. En efecto, la norma en comento enseña: 

 

«ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES. Salvo norma 
en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que 
dicte el juez, contra los del magistrado sustanciador no susceptibles 
de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil de la Corte 
Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. 
 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan 
un recurso de apelación, una súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo 
sustenten, en forma verbal inmediatamente se pronuncie el auto. 
Cuando el auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso 
deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días 
siguientes al de la notificación del auto. 
 
(…)» (Subrayado fuera del texto original) 

 

Al efecto, SEGUROS DEL ESTADO SA, fue enterada del auto de apremio el 

pasado 28 de julio de 2021, por publicación en el estado de la providencia. 
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Luego, dentro el día de hoy es oportuno el recurso que presento.  

 

III. EFECTOS DEL RECURSO 

 

El artículo 118 del CG del P, establece que «(…) Cuando se interpongan 

recursos contra la providencia que concede el término, o del auto a partir 

de cuya notificación debe correr un término por ministerio de la ley, este se 

interrumpirá y comenzará a correr a partir del día siguiente al de la 

notificación del auto que resuelva el recurso (…)». 

Por lo tanto, con la presentación del presente recurso y hasta su resolución 

los términos para presentar el escrito de excepciones que trata el artículo 

442 del CG del P, en conjunto con la contestación a la demanda (art. 96 ib), 

no pueden contarse.  

 

IV. RAZONES DEL RECURSO 

 

A.- Las facturas en éste caso no pueden ser tratadas como títulos 

valores so pena que resulten inexigibles por ausencia de requisitos de 

validez y eficacia:  

 

1. Es harto sabido que las facturas cambiarias, como títulos valores, 

deben reunir determinados requisitos, entre los cuales se encuentra la 

recepción de estas y, además, bajo esa consideración, su aceptación; e, 

incluso, la expresa anuencia del destinatario, respecto a la efectiva 

prestación del servicio o la entrega del producto, éste último, en óptimas 

condiciones, pues, de suyo, las facturas son títulos causales,  siguiendo la 

previsión de la Ley 1231 de 2008, según la cual: «No podrá librarse factura 

alguna que no corresponda a bienes entregados real y materialmente o a 

servicios efectivamente prestados en virtud de un contrato verbal o escrito» 

(párrafo 2°, art. 1).  

 

Aunque también se sabe que las relaciones existentes entre entidades u 

órganos del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS) se 

manejan de formas diversas a las netamente reguladas por las disposiciones 

de títulos valores, ha sido la Corte Suprema de Justicia, en su Sala Plena, 

quién señaló que los Jueces Civiles, debían conocer de los procesos 

ejecutivos orbitados por las facturas, en tanto, siendo títulos valores, eran 
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propios del conocimiento de tal especialidad de la jurisdicción (APL2642-

2017, APL1531 de 2018, APL4298 de 2018, APL2208 de 2019 y APL3861 

de 2019). 

 

Al efecto, y aunque la Sala Civil de Casación de nuestra Corte Suprema 

advirtió el desfase que implica equiparar la factura como título valor, en las 

relaciones existentes entre los órganos del SGSSS y los Aseguradores, no ha 

sido de recibo en los restantes criterios de la misma Corporación, lo que 

lleva a contraluz impases como el presente. Memórese, la Sala Civil de 

nuestra Corte Suprema ha explicado, un sinnúmero de veces, que:  

 
«No puede compartirse la relevancia conferida en la decisión mayoritaria 
al supuesto uso de las «facturas o cualquier otro título valor de contenido 
crediticio» para argumentar que la relación entre prestadores y pagadores 
del sector salud es de raigambre netamente civil o comercial, por cuanto 
se dejó suficientemente expuesto, con referentes que sobra reiterar, que 
la factura o documento equivalente que se emplee para el recaudo de esta 
clase de servicios, está regulado por una normativa de carácter especial 
que resta cualquier influjo de las disposiciones mercantiles. 
 
En otras palabras, el empleo de facturas no torna la relación ajena a la 
relación de seguridad social, máxime cuando dichos instrumentos, no son 
los únicos utilizados y sobre todo porque dada la especial reglamentación 
en la materia, los mismos quedan desprovistos de cualquier mérito 
cambiario, en caso de haberse elaborado como título valor, y no como la 
simple factura tributaria, pues la normativa particular establece 
requisitos totalmente ajenos al estatuto comercial que se ocupan de los 
anexos, términos de presentación, glosas y condiciones de pago, todos 
vinculados a la dinámica auténtica del SGSSS y de las pólizas de Seguro 
obligatorio de Accidentes de tránsito Soat. 
 
Ciertamente, en dicho escenario, por regla general, la factura cumple una 
función diferente a la prevista para los títulos valores, teniendo 
previsiones diferenciales a las del Código de Comercio, en aspectos 
capitales como los sujetos intervinientes en su perfeccionamiento, 
requisitos de exigibilidad y pautas sobre la oportunidad para la obtención 
del pago. 
 
Lo visto por cuanto es sentida la necesidad de someter los distintos actos 
al cumplimiento de los fines del sistema y equilibrar las tensiones 
existentes entre el imperativo de salvaguardar la recta destinación de los 
recursos y el deber de garantizar un flujo eficiente y adecuado de los 
mismos que permita el correcto funcionamiento de los agentes, en 
particular de las IPS, quienes de forma directa atienden las contingencias 
que pretende cubrir toda la estructura organizacional (ver Decreto 1281 
de 2002 y artículos 13 de la Ley 1122 de 2007 y 111 del Decreto Nacional 
019 de 2012 y demás disposiciones concordantes y complementarias) 
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Se resalta que la naturaleza y diseño de las instituciones, relaciones y 
prestaciones propias del SGSSS, más allá de la notable participación 
privada, riñen con los elementos sustanciales que definen los títulos 
valores en general y la factura cambiaría o simplemente factura en 
particular; ello, tanto antes como después de la reforma introducida por 
la Ley 1231 de 2008, «Por la cual se unifica la factura como título valor 
como mecanismo de financiación para el micro, pequeño y mediano 
empresario, y se dictan otras disposiciones». 

 

Sin lugar a dudas el tratamiento dado a las facturas por el derecho de la 

seguridad social, desdice los principios de literalidad, autonomía, 

incorporación y legitimación que informan a los títulos valores en general 

(art. 619 del C.Co.), siendo para ello suficiente, destacar que tal normativa 

del sector salud impide predicar que documentos como los aducidos por la 

demandante puedan legitimar el ejercicio de un derecho literal y autónomo 

incorporado en los mismos. 

 

Las versiones del artículo 772 del Código de Comercio, relativas a la 

definición de factura como título valor, aluden a que dicho instrumento es 

aquel que el vendedor (ahora también prestador del servicio) puede librar, 

entregar o remitir al comprador (o beneficiario del servicio); dicha 

bilateralidad consustancial de la relación cartular que dimana de la factura 

es manifiestamente impropia en el escenario del sector salud, donde los 

adquirentes y beneficiarios de los bienes y servicios son personas diferentes 

a las destinatarias de las facturas y por ende obligadas a su pago. 

 

Luego, la factura como título valor debe provenir de una relación contractual 

subyacente entre vendedor-prestador y comprador-beneficiario, lo cual no 

se compadece con las relaciones del sector salud, donde la estructura es de 

tipo tripartito tratándose de servicios de salud en materia del SOAT, es decir, 

se encuentra el Asegurador, el asegurado – tomador y el beneficiario 

(victima), a quién el Asegurador subroga.  

 

Ciertamente, las facturas aportadas y vistas ya desde la Ley 1231 de 2.008, 

bajo el entendido que es posterior al Decreto 4747 de 2.007, y dado que ese 

es un reglamento emitido bajo las previsiones del numeral 11 artículo 189 

Superior, y, por ende, no puede modificar o derogar la Ley, como sí está 

puede dejarlo sin sustento jurídico (decaimiento); este apoderado encuentra 

que ninguno de tales títulos valores cumplen con un requisito esencial, y es 

su exigibilidad.  
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2. Y es que, la aceptación tácita de la factura de venta  se da a partir de 

la premisa, en dicho continente de “La fecha de recibo de la factura, con 

indicación del nombre, o identificación o firma de quien sea el encargado de 

recibirla según lo establecido en la presente ley”; ello, so pena de que la 

factura carezca del carácter “[d]e título valor” en tanto “[q]ue no cumpla con 

la totalidad de los requisitos legales señalados en el presente artículo. Sin 

embargo, la omisión de cualquiera de estos requisitos, no afectará la validez 

del negocio jurídico que dio origen a la factura”.  

 

En éste caso, ninguna de las facturas cuenta con ese requisito, pues, sólo 

tiene la imposición de un sello de recibo y pendiente por estudio, veamos:  

 

Y, en puridad, cuentan con un sello húmedo impuesto, que deja en claro 

que cada factura será estudiada, pues, ciertamente, es un anexo a cada 

reclamación que le corresponde (artículo 2.6.1.4.2.20 del Decreto Único del 

Sector Salud N° 780 de 2016). Veamos:  

 

 

 

 

3. A su turno, el artículo 774 del Código de Comercio, en su versión 

actual del artículo 3° de la Ley 1231 de 2008, prevé:  

 

La factura deberá reunir, además de los requisitos señalados en los 
artículos 621 del presente Código, y 617 del Estatuto Tributario 
Nacional o las normas que los modifiquen, adicionen o sustituyan, 
los siguientes: 
 
(…) 
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2. La fecha de recibo de la factura, con indicación del nombre, o 
identificación o firma de quien sea el encargado de recibirla según 
lo establecido en la presente ley. 
 
3. El emisor vendedor o prestador del servicio, deberá dejar 
constancia en el original de la factura, del estado de pago del 
precio o remuneración y las condiciones del pago si fuere el 
caso. A la misma obligación están sujetos los terceros a quienes se 
haya transferido la factura. 
 

-Se resalta – 
 

En éste caso, ninguno de los antedichos requisitos se ven cumplidos porque, 

de un lado, no se indica el nombre, firma o identificación de quién recibió 

los títulos (facturas) y tampoco el estado de cuenta de cada uno de ellos, 

cuando, desde las pretensiones de la demanda se avista que se realizaron 

pagos parciales: 

 

 

 
Quiere decir lo anterior que la demandante reconoce que SEGUROS DEL 

ESTADO SA, ha pagado una parte de cada monto contenido en cada 

reclamación, o, lo que es igual, registró quitas, pero no como lo indica el 

artículo 624 del Código de Comercio; y, en especial, tal omisión violenta el 

principio de literalidad del título.  

 

4. A su turno, y como se desprende del artículo 772 del Código de 

Comercio, en su versión del artículo 1 de la Ley 1231 de 2008:  

 
Factura es un título valor que el vendedor o prestador del servicio 
podrá librar y entregar o remitir al comprador o beneficiario del 
servicio. 
 
No podrá librarse factura alguna que no corresponda a bienes 
entregados real y materialmente o a servicios efectivamente 
prestados en virtud de un contrato verbal o escrito. 
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- Se Resalta –  
 

Luego, la factura es un título causal que sólo es dable cuando existe una 

efectiva y satisfactoria entrega de los bienes y servicios que el emisor 

relaciona en el mismo cartular; no en vano, el artículo 2 de la Ley 1231 de 

2008 establece:  

 

Igualmente, deberá constar el recibo de la mercancía o del servicio 
por parte del comprador del bien o beneficiario del servicio, en la 
factura y/o en la guía de transporte, según el caso, indicando el 
nombre, identificación o la firma de quien recibe, y la fecha de 
recibo. 

 

Es por lo mismo que el reglamento de la Ley 1231 de 2008, es decir, el 

Decreto 3327 de 2009, en su artículo 1° señala «De conformidad con el inciso 

2° del artículo 1° de la Ley 1231 de 2008, no podrá librarse factura alguna 

que no corresponda a bienes entregados real y materialmente o a servicios 

efectivamente prestados en virtud de un contrato verbal o escrito». Tal 

reglamento fue objeto de control judicial por el Consejo de Estado, en la 

Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo, y, mediante 

sentencia del 28 de junio de 2019 (exp. 11001 0324 000 2009 00511 00)1 

declaró la nulidad del inciso 3° del numeral 6 del artículo 5º, porque 

entendió que la aceptación de la factura estaba supeditada a la entrega del 

bien o prestación del servicio cabalmente, en favor del comprador o 

beneficiario, veamos:  

 

«(…) La Ley 1231 de 2008 prevé así mismo en el inciso segundo de 
su artículo 2º que se debe dejar constancia en la factura y/o en la 
guía de transporte, según el caso, acerca del recibo de la mercancía 
o del servicio por parte del comprador o beneficiario del servicio, 
indicando el nombre, identificación o la firma de quien recibe, y la 
fecha de recibo. Y agrega esta disposición, en la parte final de dicho 
inciso, que “El comprador del bien o beneficiario del servicio no podrá 
alegar falta de representación o indebida representación por razón 
de la persona que reciba la mercancía o el servicio en sus 
dependencias, para efectos de la aceptación del título valor”. 
 
De conformidad con la citada norma de la Ley 1231, es claro que 
cuando se entrega la mercancía o se presta el servicio 
correspondiente, el comprador del bien o el beneficiario de 
aquél debe dejar constancia de su recibo en la factura y 
proceder, si está de acuerdo con su contenido, a aceptarla 
expresamente, bien sea en el cuerpo de la misma o en 
documento separado. 
 
Con todo, es posible que la mercancía o el servicio no sean recibidos 
directamente por aquellos sino por terceras personas “en sus 

                                                           

1 MP. OSWALDO GIRALDO LÓPEZ 
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dependencias”, caso en el cual el comprador del bien o el 
beneficiario del servicio no podrá alegar la falta de representación o 
indebida representación de sus dependientes, para efectos de la 
aceptación por parte de aquellos del título valor. 
 
Ahora bien, a partir del contenido y alcance del artículo 2º de la Ley 
1231, es claro que la aceptación a la que hace referencia la norma 
en dicho aparte, en cuya estructuración tienen participación 
personas distintas del comprador del bien o beneficiario del servicio 
(pero que reciben la mercancía o el servicio en sus dependencias), 
es a la aprobación que se deriva de la falta de manifestación por 
parte de estos últimos en contra del contenido de la factura. En 
efecto, como en este evento no existe aceptación de la factura por 
parte del comprador o del beneficiario del servicio, sino mero recibo 
de la mercancía o del servicio en sus dependencias por parte de 
otras personas, el comprador del bien o beneficiario del servicio 
dispondrá de diez (10) días, contados a partir de la fecha de tal 
recepción (acto éste en el cual solo se dejó constancia en la factura 
acerca del recibo de la mercancía o servicio), para manifestar si 
acepta o rechaza el título valor; en caso de que el comprador del 
bien o beneficiario del servicio guarde silencio al respecto, esto es, 
no reclame dentro de dicho de término en contra del contenido de 
la factura, la misma se entenderá irrevocablemente aceptada por 
aquellos. 
 
De esta forma, siguiendo lo previsto por la ley, la persona autorizada 
para aceptar la factura es el comprador del bien o el beneficiario del 
servicio, ya sea de manera expresa, dejando la constancia de su 
aprobación en el cuerpo mismo de aquella, o en documento 
separado; o bien tácitamente, cuando deja vencer el término 
establecido para hacer reclamación en contra de su contenido, 
término éste cuya contabilización inicia a partir del momento 
en que el dependiente del comprador de la mercancía o 
beneficiario del servicio ha recibido la mercancía o el servicio 
respectivo, dejando constancia de tal hecho en la factura. 
 
Ciertamente, en el evento comentado, la ley no autoriza que la 
aceptación de la factura se efectúe a través del dependiente del 
comprador del bien o beneficiario del servicio; si ello fuera así, 
simplemente la factura se tendría por aceptada expresamente en 
todos los casos, bien sea directamente por el comprador de la 
mercancía o beneficiario del servicio, o a través de sus dependientes 
que los recibieron, careciendo de sentido entonces la existencia de 
la norma que prevé que la factura puede entenderse aceptada 
irrevocablemente ante la falta de reclamación en contra de su 
contenido (aceptación tácita). Este entendimiento obedece al 
principio de interpretación de las normas jurídicas según el cual a 
partir del llamado “efecto útil” de ellas, entre dos posibles sentidos 
de un precepto, uno de los cuales produce efectos jurídicos y el otro 
a nada conduce, debe preferirse el primero (…)» 
 

- Se resalta – 
 

Pues bien, ninguno de los títulos valores aportados muestra señal de 

haberse recibido el servicio que señala. Veamos, todas las facturas tienen el 

siguiente espacio en blanco:  
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Es decir, no existe prueba de haberse recibido el servicio por el paciente que 

se dice por la demandante fue atendido, y, aunque se quiera hacer uso de 

la carga dinámica de la prueba, como lo pidió el demandante, la 

comprobación y aportación de la prestación del servicio por parte de la IPS 

demandante, no puede quedar en cabeza de SEGUROS DEL ESTADO SA, 

porque, simplemente, no prestó el servicio médico al paciente, ello, sólo le 

compete a la demandante, dentro de la mixtura que plantea el artículo 167 

del CG del P, pues, en nuestro ordenamiento procesal no se abandonó el 

todo el criterio del onus probandi, en su dimensión de carga subjetiva de la 

prueba2.  

5. A la sazón, y ya en punto a la aplicación de las normas realmente 

aplicables, debe decirse que existe un reglamento administrativo que regula 

la presentación de cuentas médicas ante los Aseguradores del SOAT. Se 

trata de la Resolución 3047 de 2008, expedida por el Ministerio de Salud.  

 

Dicha resolución trae un anexo técnico, que, en puridad, es la regla concreta 

de derecho que permitirá, en lo que toca las cuentas médicas 

exclusivamente, determinar sus requisitos. En tal Anexo Técnico 

comprendido en la Resolución 3047 de 2.008, aún vigente, incluso, por las 

modificaciones reglamentarias sobre reclamaciones en salud, que impone 

su apreciación para emitir orden de apremio, o decir exigible la factura, 

como es la verificación de la prestación efectiva del servicio de salud, a partir 

de un “Comprobante de recibido del usuario: Corresponde a la confirmación 

de prestación efectiva del servicio por parte del usuario, con su firma y/o 

huella digital (o de quien lo represente). Puede quedar cubierto este 

requerimiento con la firma del paciente o quien lo represente en la factura, 

cuando ésta es individual. Para el caso de las sesiones de terapia es 

                                                           

2 LESSONA, Carlo, Teoría general de la prueba en Derecho Civil, Parte General, Trad. de Enrique 
Aguilera de Paz, Madrid 1928, págs. 118 y sigs. 
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necesario que el paciente firme luego de cada una de las sesiones, en el 

reverso de la autorización o en una planilla que el prestador disponga para el 

efecto”, lo que acompasa con la prohibición de emitir “factura alguna que no 

corresponda a bienes entregados real y materialmente o a servicios 

efectivamente prestados en virtud de un contrato verbal o escrito” (art. 1, L. 

1231/08), pero, a la vez, incorpora un requisito foráneo y bastante ajeno al 

derecho de los títulos valores, dado que, la aceptación no la emite el receptor 

y deudor de la factura, sino un tercero, que, en todo caso, se encuentra 

ausente en la presente causa y, por lo mismo, no podía librarse orden de 

apremio.  

B. Se carece de título ejecutivo, porque es complejo o compuesto 

pero ésta incompleto en éste caso.  

 

Visto que las facturas, para reclamaciones presentadas por las IPS ante 

Aseguradores SOAT, no son el título que permita la procedencia de un 

proceso ejecutivo, es del caso indicar que, ya está decantado, dicho título es 

complejo.  

 

Se muestra socorrido y claro, que las reclamaciones elevadas por el 

demandante ante SEGUROS DEL ESTADO SA, se encuentran sujetas a 

condiciones legalmente propuestas a partir del Decreto 4747 de 2001 y el 

Decreto 3990 de 2007 Art. 4 (vigente para accidentes ocurridos antes del 

2015) y el Decreto 056 de 2015 en su artículo 26 y siguientes (vigente para 

accidentes ocurridos desde el 14 de enero de 2015 hasta el 5 de mayo de 

2016) y el Decreto 780 de 2015 Artículo 2.6.1.4.2.20 (vigente para 

accidentes ocurridos desde el 6 de mayo de 2016), en los cuales se señalan 

los requisitos y documentos que se deben allegar para solicitar el pago de 

las cuentas por gastos médicos, y es claro que dentro del presente proceso 

la condición no ha sido cumplida por la demandante, además es claro que 

la factura por sí sola no prueba el derecho reclamado ya que esta 

simplemente hace parte de los requisitos para presentar la reclamación 

conforme al artículo 26 del Decreto 056 de 2015, es decir:  

 

«Para elevar la solicitud de pago de los servicios de salud prestados a 
víctimas de accidentes de tránsito, de eventos catastróficos de origen 
natural, de eventos terroristas y demás eventos aprobados por el 
Ministerio de Salud y Protección Social en su calidad de Consejo de 
Administración del Fosyga, los prestadores de servicios de salud 
deberán radicar ante el Ministerio de Salud y Protección Social, o la 
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entidad que se defina para el efecto o ante la aseguradora, según 
corresponda, los siguientes documentos:1. Formulario de reclamación 
que para el efecto adopte la Dirección de Administración de Fondos de 
la Protección Social del Ministerio de Salud y de Protección Social, 
debidamente diligenciado. El medio magnético deberá contar con una 
firma digital certificada.2. Cuando se trate de una víctima de accidente 
de tránsito:2.1. Epicrisis o resumen clínico de atención según 
corresponda, documento que debe contener los datos específicos 
señalados en los artículos 31 y 32 del presente decreto.2.2. Los 
documentos que soportan el contenido de la historia clínica o el 
resumen clínico de atención señalados en la reglamentación que 
expida el Ministerio de Salud y Protección Social para el efecto.3. 
Cuando se trate de víctimas de eventos catastróficos de origen natural 
o de eventos terroristas:3.1. Epicrisis o resumen clínico de atención 
según corresponda, documento que debe contener los datos específicos 
señalados en los artículos 31 y 32 del presente decreto.3.2. Los 
documentos que soportan el contenido de la historia clínica o el 
resumen clínico de atención señalados en la reglamentación que 
expida el Ministerio de Salud y Protección Social para el efecto.3.3. 
Certificado emitido por el consejo municipal de gestión del riesgo, en el 
que conste que la persona es o fue víctima de uno de los eventos 
mencionados.4. Original de la factura o documento equivalente de la 
IPS que prestó el servicio, que debe contener como mínimo la 
información señalada en el artículo 33 del presente decreto.5. Cuando 
se reclame el valor del material de osteosíntesis, factura o documento 
equivalente del proveedor de la IPS.” 

 

Sea del caso indicar, vehementemente, los títulos valores aportados por la 

demandante, carecen de diversos defectos por omisión en sus requisitos de 

composición, ora, porque fueron legal y debidamente objetadas, glosadas y 

devueltas.  

 

Tales ausencias en los títulos aportados como puntal de la ejecución, son 

verdaderos defectos de su ejecutabilidad por deserción de integración del 

título, ora, porque este no reúne los requisitos previstos en la Ley para su 

validez, con lo cual, es claro, lo propicio y necesario si bien es denegar la 

ejecución solicitada y, por contera, ordenar la devolución de la demanda con 

sus respectivos anexos (art. 90, L. 1564/12); también despunta en la 

decisión de negarse seguir con la ejecución respecto de las reclamaciones 

que se busca ejecutar la demandante ante el Juez 11 Civil del Circuito, en 

el presente caso.   

 

A más de las veces, las facturas tienen origen en la prestación de servicios 

de salud, en cuyo extremo superior derecho están denominadas como 

facturas de venta, elaboradas en formatos con el logotipo de la demandante, 
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pero, para su creación, validez y exigibilidad se rigen por una normativa 

especial, esto es, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 

de 1993), el Decreto 056 de 2015, 780 de 2016, 046 de 2000, y Decreto  

4747 de 2007, Ley 715 de 2001, Ley 1122 de 2007 y ley 1438 de 2011.  

 

Al efecto, debe tenerse muy en cuenta que dentro de los amparos 

obligatorios del SOAT, se encuentra, por orden del artículo 112 del Decreto 

Ley 019 de 2012 los «Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y 

hospitalarios por lesiones, de acuerdo con la cobertura que defina el Gobierno 

Nacional» cuyos servicios cubiertos y máximo asegurado se encuentran 

establecidos en el artículo 2.6.1.4.2.1, el numeral 1° y el parágrafo 3° del 

artículo 2.6.1.4.2.3  y los anexos técnicos I y II, todos, del Decreto Único del 

Sector Salud N° 780 de 2016, hasta un total de 800 salarios mínimos legales 

diarios. 

 

Es decir, aquí no se juzga una acción cambiaria sino una reclamación que 

afecta amparos del SOAT, y, por lo mismo, corresponde darle el tratamiento 

previsto en el artículo 1053 del Código de Comercio, en consonancia con los 

artículos 2.6.1.4.2.20, 2.6.1.4.3.5, 2.6.1.4.3.6, 2.6.1.4.3.7 del Decreto Único 

del Sector Salud N° 780 de 2016. Ello, en orden a que, en éste caso, 

SEGUROS DEL ESTADO SA, pudiese efectuar el estudio de procedencia de 

la reclamación que está previsto en el artículo 2.6.1.4.3.10 ibídem, 

siguiendo las previsiones de los artículos 2.6.1.4.4.1 y siguientes del mismo 

DUR.  

 

Quiere decir lo anterior, que, en éste caso, las reclamaciones difieren de las 

facturas cambiarias de que trata el artículo 774 del Código de Comercio 

modificado por la ley 1231 de 2008. Conforme a lo dispuesto en el artículo 

617 del estatuto tributario, e, incluso, es necesario cumplir unos requisitos 

que surgen del artículo 13, literal c) de la Ley 1122 de 2007, por la cual se 

hacen modificaciones en el sistema general de seguridad social en salud y 

se dictan otras disposiciones.  

 

En ese sentido, el artículo 7° del CG del P, prevé “Cuando el juez se aparte 

de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y razonadamente los 

fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 

procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos 
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análogos”; ápice normativo que fue estudiado y encontrado exequible por la 

Corte Constitucional, e mediante sentencia C-621 de 2015.  

 

De otro lado, la doctrina probable, se sabe, es una institución legal prevista 

en el artículo  4° de la Ley 189 de 1896, que cuenta con aval constitucional 

mediante sentencia C-836 de 2.001, y consiste en “Tres decisiones uniformes 

dadas por la Corte Suprema, como tribunal de casación, sobre un mismo 

punto de derecho, constituyen doctrina probable, y los jueces podrán aplicarla 

en casos análogos, lo cual no obsta para que la Corte varíe la doctrina en caso 

de que juzgue erróneas las decisiones anteriores”.  

 

De otro lado, existe el denominado precedente judicial, que tiene 

connotaciones diferentes a la doctrina probable. El precedente judicial lo 

constituye uno o más pronunciamientos sobre asuntos con componentes 

facticos análogos o similares. De otro, se predica obligatorio cuando se 

verifica el pronunciamiento emitido por la Corte Constitucional o un Juez 

de Cierre en dicha especialidad, tal y como propone el artículo 4 de la Ley 

153 de 1887, y lo ratificó la Corte Constiticional mediante sentencia SU-354 

de 2017, cuando asegura:  

 
«(…) Se puede clasificar el precedente en dos categorías: (i) el 
precedente horizontal, el cual hace referencia a las decisiones 
proferidas por autoridades del mismo nivel jerárquico o, incluso, por 
el mismo funcionario; y (ii) el precedente vertical, que se refiere a las 
decisiones adoptadas por el superior jerárquico o la autoridad 
encargada de unificar la jurisprudencia. El precedente horizontal 
tiene fuerza vinculante, atendiendo no solo a los principios de buena 
fe, seguridad jurídica y confianza legítima, sino al derecho a la 
igualdad que rige en nuestra Constitución. Asimismo, el precedente 
vertical, al provenir de la autoridad encargada de unificar la 
jurisprudencia dentro de cada una de las jurisdicciones, limita la 
autonomía judicial del juez, en tanto debe respetar la postura del 
superior, ya sea de las altas cortes o de los tribunales (…)» 

 

En éste caso, sea que se considere doctrina probable o precedente judicial 

vinculante, se han emitido tres pronunciamientos por la Corte Suprema de 

Justicia dando curso y bendición a nuestra tesis, según la cual, en casos 

idénticos al presente el título es complejo. Tal precedente vertical y 

vinculante los conforman las sentencias STC2064-2020 y STC19525-2017 

emitidas por la Sala Civil de nuestra Corte Suprema de Justicia, y la 

sentencia con Radicado No. 88735 del 15 de abril de 2020, M.P. IVÁN 

MAURICIO LENIS GÓMEZ, emitida por la Sala Laboral de nuestra Corte 

Suprema de Justicia; todas, reitero, señalan que en casos como el presente, 
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nos encontramos ante un título complejo, y, esa es la razón por la cual, la 

simple factura no sirve para la finalidad coercitiva que busca el demandante.  

 

Valga señalar, porque las indicadas decisiones judiciales proferidas por 

nuestra Corte Suprema de Justicia, corresponden a precedente judicial 

constitucional, cual corresponde a la categoría jurídica del artículo 4 de la 

Ley 153 de 1887, y no a la doctrina probable normada por el artículo 4° de 

la Ley 189 de 1896. 

 

C. Las facturas son inexigibles. 

 

A su turno, el artículo 23 del Decreto 4747 del 2007, el artículo 47 de la Ley 

1438 de 2011 y la Resolución 3047 de 2008; y, el Decreto 056 de 2015 y la 

Resolución 1915 de 2008, ora, el Decreto 780 de 2018 y, a la postre, sus 

normas modificatorias, subrogatorias o derogatorias; disponen que las 

facturas no son exigibles, porque, precisamente, están sujetas a debate 

respecto a varios puntos concretos, propios de la reclamación y, a su vez, la 

glosa u objeción.  

 

En éste caso, la aplicabilidad del régimen de objeciones, previsto en el 

artículo 1053 del Código de Comercio y el Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero (num. 4, art. 192); o, el de glosas, previsto en las Leyes 1122 de 

2007 y 1438 de 2011, en consonancia con los Decretos 3990 de 2007, 4747 

de 2007,  056 de 2015 y 780 de 2016; impiden la ejecutabilidad por 

inexigibilidad de las facturas o reclamaciones.  

 

Ello, por demás, atendiendo que dan vida al anexo técnico N° 6 de la 

Resolución 3047 de 2008, modificada por la Resolución 416 de 2009, que 

define que la glosa es «una no conformidad que afecta en forma parcial o total 

el valor de la factura por prestación de servicios de salud, encontrada por la 

entidad responsable del pago durante la revisión integral, que requiere ser 

resuelta por parte del prestador de servicios de salud», o, lo que en derecho 

cambiario, aplicable a la factura, se denominaría reclamación (art. 86, L. 

1676 de 2013), que, de suyo, impide la exigibilidad del título, dado su 

carácter causal.  
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A su paso, la Resolución 1915 de 2008, modificada por la Resolución 1136 

de 2012, emitida por el Ministerio de Salud y Protección Social, que adoptó 

el denominado “Formulario Único de Reclamación por parte de las 

Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, en atención a los servicios 

prestados a víctimas de accidentes de tránsito y eventos terroristas o 

catastróficos (Furips)”; y regula, respecto al pago de la indemnización, en el 

artículo 6 de este acto administrativo, que: 

 

«Artículo 6o. Pago de la indemnización. Las compañías de 
seguros y la Subcuenta ECAT de Fosyga deberán cancelar 
el valor de los gastos facturados que no hubieren sido 
objetados dentro del término previsto en el artículo 
1080 del Código de Comercio. 
 
Dentro del mismo plazo, deberán poner en 
conocimiento de las Instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud las objeciones a los gastos 
facturados»  

 

Y, en éste caso, tales reclamaciones objeto de cobro compulsivo recibieron 

glosas y objeciones.  

 

D.   Ausencia de firma del Emisor 
 
Ahora bien, y si es que la señora juez tuviera las reclamaciones presentadas 
como facturas puras y simples, es importante señalar que conforme se 
observa dentro de los anexos de la demanda, también se evidencia ausencias 
de  otros requisitos formales de los títulos aportados tal como se avisoro por 
el despacho para algunas de las reclamaciones por las cuales se negó 
mandamiento de pago y es que además de las negadas mediante auto de 28 
de enero de 2021, las siguientes tampoco cuentan con firma de  quien 
las emite: 
 
1.49117 
2. 51425 
3.50413 
4.52091 
5. 33161 
6.35501 
7.37869 
 
Por ejemplo lo siguiente: 
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E. El título ejecutivo es la reclamación completa siempre que no esté 

objetada, glosada o devuelta 

 

Señoría, será un error pensar que ésta en presencia de una acción cambiaria 

directa, porque, el título ejecutivo complejo que ha sido esgrimido por la 

demandante, debe llevar una factura cambiaria de compraventa como un 

anexo de la correspondiente reclamación para afectar el amparo del SOAT 

respectivo.  

 

Así entonces, Su Señoría deberá valorar que la acción ejecutiva sub examine, 

emplea como título ejecutivo la póliza SOAT3 y los anexos que legalmente 

previó el regulador estatal, reseñados en el literal anterior (Decreto Único 

Reglamentario del Sector Salud N° 780 de 2016, artículo 2.6.1.4.2.20.).  

 

Lo anterior, no hace otra cosa que reiterar la hermenéutica empleada por La 

Sala Civil de Casación de nuestra Corte Suprema de Justicia, al formular 5 

salvamentos de voto ante la Sala Plena de esa misma corporación judicial 

(rad. APL2642-2017, APL1531 de 2018, APL4298 de 2018, APL2208 de 2019 y 

APL3861 de 2019). Tales salvamentos de voto explican:  

 
«(…) el empleo de facturas no torna la relación ajena a la relación de 
seguridad social, máxime cuando dichos instrumentos, no son los 
únicos utilizados y sobre todo porque dada la especial 
reglamentación en la materia, los mismos quedan desprovistos de 
cualquier mérito cambiario, en caso de haberse elaborado como título 
valor, y no como la simple factura tributaria, pues la normativa 

                                                           

3 Código de Comercio, artículo 1053.  
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particular establece requisitos totalmente ajenos al estatuto 
comercial que se ocupan de los anexos, términos de presentación, 
glosas y condiciones de pago, todos vinculados a la dinámica 
auténtica del SGSSS y de las pólizas de Seguro obligatorio de 
Accidentes de tránsito Soat. 
 
Ciertamente, en dicho escenario, por regla general, la factura cumple 
una función diferente a la prevista para los títulos valores, teniendo 
previsiones diferenciales a las del Código de Comercio, en aspectos 
capitales como los sujetos intervinientes en su perfeccionamiento, 
requisitos de exigibilidad y pautas sobre la oportunidad para la 
obtención del pago. 
 
Lo visto por cuanto es sentida la necesidad de someter los distintos 
actos al cumplimiento de los fines del sistema y equilibrar las tensiones 
existentes entre el imperativo de salvaguardar la recta destinación de 
los recursos y el deber de garantizar un flujo eficiente y adecuado de los 
mismos que permita el correcto funcionamiento de los agentes, en 
particular de las IPS, quienes de forma directa atienden las 
contingencias que pretende cubrir toda la estructura organizacional (ver 
Decreto 1281 de 2002 y artículos 13 de la Ley 1122 de 2007 y 111 del 
Decreto Nacional 019 de 2012 y demás disposiciones concordantes y 
complementarias) 
 
Se resalta que la naturaleza y diseño de las instituciones, relaciones 
y prestaciones propias del SGSSS, más allá de la notable 
participación privada, riñen con los elementos sustanciales que 
definen los títulos valores en general y la factura cambiaría o 
simplemente factura en particular; ello, tanto antes como después 
de la reforma introducida por la Ley 1231 de 2008, «Por la cual se 
unifica la factura como título valor como mecanismo de financiación 
para el micro, pequeño y mediano empresario, y se dictan otras 
disposiciones (…)». 
 

-Se resalta- 
 

Tan cierto es lo que la Sala Civil de nuestra Corte Suprema de Justicia 

plantea respecto a la factura desprovista de cualquier mérito cambiario, que 

la regulación especial del SOAT, vertida en el EOSF (art. 194) prescribe:  

 

«En el seguro de que trata este capítulo todo pago indemnizatorio se 
efectuará con la demostración del accidente y de sus consecuencias 
dañosas para la víctima. 
 
Se considerarán pruebas suficientes, además de todas aquellas que la 
víctima o el causahabiente puedan aducir, cualquiera de las siguientes 
que resulte pertinente, según la clase de amparo: 
 
a) <Literal a) modificado por el artículo 244, numeral 2 de la Ley 100 de 
1993. El texto es el siguiente:> A certificación sobre la ocurrencia del 
accidente. El Gobierno Nacional reglamentará la forma en que habrá de 
demostrarse la ocurrencia de éste. Será prueba del mismo la 
certificación que expida el médico que atendió inicialmente la urgencia 
en el centro hospitalario. 
 
b. La certificación de la atención por lesiones corporales o de 
incapacidad permanente, causadas a las personas en accidentes de 
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tránsito, expedida por cualquier entidad médica, asistencial u 
hospitalaria, debidamente autorizada para funcionar; 
 
Para la expedición de esta certificación se exigirá la denuncia de la 
ocurrencia del accidente de tránsito, la cual podrá ser presentada 
por cualquier persona ante las autoridades legalmente competentes 
(…)» 
 

-Se resalta- 
 

 A su turno, el numeral 4° del artículo 195 del mismo EOSF, pregona:  

 
«Los establecimientos hospitalarios o clínicos y las entidades de 
seguridad y previsión social de los subsectores oficial y privado que 
presten la atención médica, quirúrgica, farmacéutica u hospitalaria por 
daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito, o 
quien hubiere cancelado su valor, así como quien hubiere incurrido en 
los gastos del transporte de las víctimas, serán titulares de la acción 
para presentar la correspondiente reclamación a las entidades 
aseguradoras. 
 
Una vez se entregue la reclamación, acompañada de las pruebas del 
accidente y de los daños corporales; de su cuantía, si fuere necesario, 
y de la calidad de causahabiente, en su caso, las entidades 
aseguradoras pagarán la indemnización dentro del mes siguiente a 
la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aún 
extrajudicialmente, su derecho ante el asegurador, de acuerdo con 
el artículo 1077 del Código de Comercio. Vencido este plazo, el 
asegurador reconocerá y pagará al asegurado o beneficiario, además de 
la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa de interés 
prevista en el artículo 83 de la Ley 45 de 1990» 
 

-Se resalta- 
 

El artículo 1077 del Código de Comercio, a su vez, prevé que «Corresponderá 

al asegurado demostrar la ocurrencia del siniestro, así como la cuantía de 

la pérdida, si fuere el caso (…) El asegurador deberá demostrar los hechos 

o circunstancias excluyentes de su responsabilidad» -Se resalta-. 

 

No en vano, el numeral 6° del artículo 244 de la Ley 100 de 1993 regula: 

 
«(…) Cuando las compañías aseguradoras encuentren que existen 
serios motivos de objeción a la reclamación que presenten las 
entidades clínicas hospitalarias, deberán poner en conocimiento del 
reclamante tales objeciones, dentro del término previsto para el pago 
de la indemnización. No obstante, deberá en todo caso la 
aseguradora pagar como anticipo imputable a la indemnización, 
una suma equivalente al porcentaje que reglamente el Gobierno 
Nacional, siempre que la reclamación se haya presentado de 
conformidad con lo dispuesto en las normas que la regulan» 
 

-Se resalta- 
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Con todo, la reclamación puede ser glosada (Res. 3047/08 y art. 56, L. 

1438/11) u objetada (art. 1053, 1077 y 1080 del C. de Cio) y en tales eventos, 

hasta tanto se supere la glosa u objeción, será inexigible; esto, conforme 

Sobre este particular llamamos a colación la Resolución 1915 de 2008 - 

modificada por la Resolución 1136 de 2012 - emitida por el Ministerio de 

Salud y Protección Social, que adoptó el denominado «Formulario Único de 

Reclamación por parte de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 

en atención a los servicios prestados a víctimas de accidentes de tránsito y 

eventos terroristas o catastróficos (Furips)»; y regula, respecto al pago de la 

indemnización, en su artículo 6, lo siguiente: 

 
«Artículo 6o. Pago de la indemnización. Las compañías de 
seguros y la Subcuenta ECAT de Fosyga deberán cancelar el 
valor de los gastos facturados que no hubieren sido objetados 
dentro del término previsto en el artículo 1080 del Código 
de Comercio. 
 
Dentro del mismo plazo, deberán poner en conocimiento de 
las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud las 
objeciones a los gastos facturados»  
 

-Se resalta- 
 

En el archivo en formato Excel, adjunto, se relacionan las reclamaciones que 

presentó la demandante y se encuentran glosadas, objetadas o devueltas, 

por manera que son inexigibles.  

 

F. No son los títulos originales 
 
Si se trata de títulos valores, los aportados no son originales.  

 

Cuando se trata de títulos valores, los aspectos formales del título son a su 

vez sustanciales (num. 4, art. 784, C. de Cio), en tanto, la reseña definitoria 

que apareja el artículo 619 del Código de Comercio, indica que se trata de 

documentos necesarios para legitimar el ejercicio del derecho literal y 

autónomo que en ellos se incorpora. 

 

Así, la recta hermenéutica de la previsión normativa sustancial de los títulos 

valores, corresponde a dotar de mérito cambiario al original del documento 

que lo contiene – continente – dado que éste, en puridad, representa el derecho 

en sí mismo considerado.  
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Valga señalar, sobre tal particular, que los documentos aportados con la 

demanda sub examine, tienen el carácter de auténticos dada la presunción 

que sobre estos establece el artículo 244 del CG del P. Sin embargo, que se 

presuman auténticos no satisface la carga de aportar el original, tal y como lo 

regula a renglón seguido el artículo 245 ibídem, y, más aún, cuando los 

documentos son necesarios, por orden del legislador comercial, para legitimar 

el derecho literal y autónomo que se les incorpora. Así entonces, una copia del 

título valor no puede engendrar la concepción de originalidad que se le predica 

a otros documentos, dado que, como también lo indicó el legislador procesal, 

mediante normas de orden público (art. 13, CG del P), «(…) las copias tendrán 

el mismo valor probatorio del original, salvo cuando por disposición legal sea 

necesaria la presentación del original o de una determinada copia (…)» (art. 

246, ib).  

 

Tan es así, que una forma sistematizada de hermenéutica jurídica permite 

acudir al artículo 624 del estatuto comercial nacional, para dejar en claro que 

el ejercicio del derecho consignado en un título-valor requiere la exhibición del 

mismo, y, de allí, la carga que tiene el demandante de aportar el original del 

título valor. Al fin y al cabo, la exhibición en materia probatoria, tiene la 

condición precisa de aportación al proceso una vez se tiene clara la 

originalidad de un documento (párrafo 3, inciso 1ª, art. 266 del CG del P).  

 

Empero, en la hora actual, y dada la emisión del Decreto Legislativo 806 de 

2020 y la inclusión de reglas propias de la litigación virtual, doctrina judicial 

autorizada de la Sala Civil del Honorable Tribunal Superior de Bogotá4, ha 

expuesto:  

 

 

 

                                                           

4 TSB, Sala Civil, auto del 29 de agosto de 2018, exp. Proceso ejecutivo singular de People 
and Trade SAS contra ZTE Corporation sucursal Colombia. MP. Marco Antonio Álvarez 
Gómez.   
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Por tanto, sin contar con el original de todas y cada una de las facturas 

adosadas por la demandante, no debió proferirse orden de apremio contra 

de SEGESTADO, porque se carece de certeza y legitimación para el ejercicio 

de la acción cambiaria directa, proveniente de los títulos valores.  

 

Y es que, incluso, aplicando la norma especial correspondiente5, también 

se obliga al demandante a la aportación del original de la factura o 

documento equivalente de la IPS que prestó el servicio, cual debe contener 

como mínimo la información señalada en el artículo 2.6.1.4.3.7 del DUR del 

Sector Salud 780 de 20166; es decir, debe contener los requisitos 

establecidos en las normas legales y reglamentarias vigentes7 que tampoco 

se cumplió en éste caso.  

V. PETICION 
 

Conforme a lo anterior solicito respetuosamente se revoque el auto que libró 

mandamiento de pago de fecha 27 de julio de 2021, y como consecuencia 

de lo anterior se condene en costas a la demandante. 

 

VI. ANEXOS 
 

- Certificado de existencia y representación legal dónde se encuentra inscrito 

el poder general que me fue conferido.  

- Sentencia STC 2064-2020 Radicación Nº 11001-02-03-000-2020-00426-

00., sentencia que fuera confirmada en segunda instancia y resuelta por la 

Sala de Casación Laboral, Magistrado Ponente IVAN MAURICIO LENIS 

GOMEZ , mediante fallo con radicado 88735 Acta 12 del 15 de abril de 

2020. 

 

3. Formato Excel, con la relación de las reclamaciones objetadas, glosadas, 

pagadas, con glosa aceptada y solicitud de documentos entre otros. 

 

 

VIII.NOTIFICACIONES 
 
- A la demandante: en el canal digital medifacaips@gmail.com 

-  

                                                           

5 Ley 153 de 1887, artículo 3.  
6 DUR del Sector Salud 780 de 2016, numeral 4, artículo 2.6.1.4.2.20.  
7 Ley 1231 de 2008, Decreto 3327 de 2009, Estatuto Tributario Nacional (art. 617) y Anexo 
Técnico N° 5, Resolución 3047 de 2008.  
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- El apoderado en la secretaria de su despacho o en la oficina de abogado 

ubicada en calle 26 No. 92-32 Centro Empresarial Conecta Edificio BTS 2 

oficina 103 de la ciudad de Bogotá, mail de notificaciones judiciales 

miller_var@hotmail.com.  

 

- SEGUROS DEL ESTADO S.A.: en la Carrera 11 N. 90-20 BOGOTA o 
al canal digital juridico@segurosdelestado.com 
 

- APODERADA GENERAL: LILIANA GIL ARIAS liliana.gil@sercoas.com  
 
 
Del señor Juez,  
 
 

HEIDI LILIANA GIL ARIAS 
C.C. N° 52.880.926 de Bogotá 
T.P. N° 123.151 del C.S. de la J. 
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Dest ac6que“ el decret o780de2016，056de2015，3990

de2007gel Cbdi godeComerci o〃di f erenci anconcl ari dadl a

竹eCl amaci 6n admi ni st rat i ua de seguT10di rect ame加e ant el a

aseguradorayel cobroqeCu庖vodeun観ul oual orcomoesel

del aj t l ChLra ant el aJ Lr i sdi cci 6n Ordi れari a〟，eVentO Para el

que，Segdn（埴0，bast acon〟l apresent aci 6ndel mul oqeCut i uo

（筋ul oual orj act urq）Cont eni i uodel aobugaci 6nCl ara，e姫？eSa

yexi gi bl er，l oquedescart apor〝i nnecesari oei nCl usoi l egal l a

e以i genCi adedocument osd確腫れtesal t i t ul ocont ent i uodel a

Ob的α Ctb勅．
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Conpremi sasan社Ogapyacudi endoaconcept osdel a

Superi nt endenci a Naci onal  de Sal ud，doct r i na y

J ur l SPrudenci adel Cons匂O de Est ado，l es at r i buy6al as

sedesquerel l a＿dasun〝eXCeSOderi i ual man姫esf o男，aSi como

yerros錘Ct i co” y〝SuSt ant i uopori れdebi daqpl i caci 6ny，dadal a

equi vocada砂al oraci 6n del as j act uras” yl ai ndebi da

高庇e7pret aCi brLyt Pl i caci 6n” del regi menl egal quepredomi na

（ns．l a23）・

J uzgado Di eci sei s Ci vi l  del  Ci rcui t o de

Barranqui l l aseencar6al aprosperi daddel amparoydef endi d

l al egal i daddesusi nf erenci as（n・156）・Ot rot ant ohi zoSeguros

del Est ado S．A” 1a que ademas puso de mmi 鱒est ol as

f al enci asdel osdocument ospresent adosparaj us軸carl as

Pret enSi ones（ns・136a144）・

LaCol egi at uraacusadaguarddsi l enci o・

CONSIDERACIONBS

i i

l ．－ Comoaspect oPrel i mi nar，eSPreCi soanunci arque

el est udi oenest asedesedebecehi ral aresomci dndi ct ada

e19dedi ci embrede2019，POrmedi odel cual l aSal aCi vi l

Fami l i ahel Tri t）unal i uperi or del Di st r i t oJ udi ci al de

Barranqui l l azar蒔l aal zadadel ext remoact or，PueSSi bi en

el at aque t ambi en se en餌a cont ra aquel l a que〟decl arb

probada l a exc寧PCi 6n dei ne入i gi bi l i dad del osi i f ul os de

recaudodecut i uos” （5j un・2019），Seri ai nanedet enerseenest a

t Ll 帖ma deci si 6n，PueS CueSt i onada porl 、i nt ermedi o del

血2



Radi caci 6nnOl l OO1－ 02－ 03－ 000－ 2020－ 00426－ 00

i nst rument oprevi st oparael ef ect o（C鉦art s；320yss．CGP），eS

Cl aroquel ami sma，

年旬esomet i daal acont rOUerSi aquel egal ment el ecoγ 7e♀POnde
α nf ee毎（eZnat u肥Zdet α Iman釧α ql l eI α りα tOかα ci enSObかesi

Seねsi onaronbsderechosJ t l ndα ment α l esi nzl oCα dosdebe

加ce鳩e∬飢礎α Ipro同調ci qmi e加Od師融的qsopemα de
come舶rest eescem競れocn機能α 視stα neねparα t et α aねgα

S章やerada・可Negri t as萄enas al t ext o－ CSJ  STC14012－ 2015，

rei t era・daenSTC2377－ 2018）．

2・－ 　Sent adol o ant eri or，Val el a penai ndi car que

ni nguna duda o血ece el  cara－ Ct er eXt raOエ“ di nari o de est e

recurso const i t uci onal ，Cuando se t rat a de revi sar

PrOnunCi ami ent osJ uri sdi cci onal es，Senderbespeci aユquet an

S610seabrepasocuando，enel ej erci ci odesusf unci ones，

qui endi spensaj ust i ci asocavaoponeenri esgol asgarant i as

SuPeri oresdel osl i t i gant es，eSdeci r，紅ent eaunprocedera

t odasl uces紺bi t rari o）grOSerOOaJ enOal a．l ey，PueS，－ debe

resal t arse－ ，nOCual qui erani ma＿dversi 6nt i enel avi rt uaユi dad

de quebrant arl a aut onomi a ei ndependenci a quel es

reconoceel art i cul o228del aConst i t uci 6nPol i t i ca．

Asi l ohasost eni dodet i empoat ra．sest aCorporaci 6n，al

advert i rque，くくel j uezdei t Lt el anOeSel l l amadoai nt erZJ eni ra

manera∴de drbi t r l D para∴det ermi nar Cual es de l os

pl ant eami ent osual orα t i uosyherl neneut i cosdel 、和之gadol 〕Ode

l aspart es，reSで誰an serl os mds acert ados〃y，menOS adn，

〟aCOmet er，bqi o esepret ext o，（…）una reu議6nQf i ci osa del

asuれtO，COmOSi j t LeSeunOdei nSt anCi a可Sentとnci ade7demarzo

de2008，Exp．T．No．2007－ 00514－ 01），PueS ha de t enerse en

Cuent aque《〈わaduersi daddel adeci si dnnOeSpOrSi mi sma

4

「
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j i Lndament oquel eal l aneel cami noal uenCi doparape7℃eUerar

enSuSdi screpanPi asj ねnt eal oresuel t oporel j u諮れai ural 〉〉

（Fal l ode28demarzode2012，Exp・T・No・54001－ 22－ 13－ 000－ 2012一
日

00022－ 0時

3・士on宣pmo孟na re珊ge pal mari al a

i mprocedenci adel ast LPl i cadel aCl i ni caLaVi ct ori aS・A・S・，

quevel adament ebuscahabi l i t arenest asedeunadi scusi 6n

probat ori aqueyase agot 6enel curso del coact i vo que

adel mt al cont ra seguros del  Est ado S・A・，que，一POr

d。Sf avorabl e－ ，nOPuedet i l darsedecapri chosoosubj et i vo・
I

Enef ect o，l arevi si endel expedi ent ey，Part i cul arment e，

del oacont eci doenl aaudi enci acel ebradae19dedi ci embre

d。2019J noponeenevi denci ani ngtmmenoscabodel as

prerrogat i vasi ncoadas，PueS ndt ese que para deHni r el

KreCu鯵9deqpel aci dn亘mpet radoporl apromotoradeesa

〝qreCuCi bn〃71aMagi st rat urai ncul pada，Part i 6deunal egi t i ma

exegesi sdel art i cul o422del C6di goGeneral del Procesoyde

l os precept os．que di sci pl i nan el cobro del as佃CturaS〃

rel aci onadas conl a pTeSt aCi 6n de serui ci os de sahLd

deri z）adosdel aocurrenCi adeacci denでeSdet rdnSi t o〃，quel e

si rvi 6paradarrespuest aal asdudassubyacent esenl a

i mpugnaci 6n）en SuSPal abras，Si 《《dEnl aprest aci 6nde

serui ci osi desal udderi uadosdeacci dent eSdet rdnSi i ol as

obugaci oneSpuedenconst arenun寂codocumentOP卑dSi l a

sol aj dci urapOrf慨St aCi 6ndeserUi ci osdesal udconSt i t yeun

t i t ul oqej ui i uo訪Ent al sent i do，Sef i al d：

f odo統諦0qe側め0，et

art i cul 。422del C6di goGerLeral del ProcesoesmuyCl aTt，・en

日

仁）Sob形i os：．ddα me加OSq騰COnSt i t ugeれ
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Se7i al arquepuedendemanda7Se弓IeCut i uament el asobugaci oneS

e堆）reSaS，Cl aras y e男i gi bl es que conSt en en documentO y que

prouengan．del deudorodesucausant e．Sob腫Iadi scusi dneneSt e
asu7uQ，SObresi set raf aonodeunt i t ul oqeCut i uoco77Pl 匂ol aSaね

deCasaci 6nCi ui l t el aCort eStやremade頭LSt i ci aenSent enCi a

STC1808（調de12den0読emb7ede20エア担dねaci 6nj 5001－ 22－

13－ 000－ 2017－ 00637－ 01，∴magi st 7mdo poneがe Lui s Amando

Tbわsa，Sef i a16e堆，TeSament e que LLn t t t ul o qeCI Lt i uo cont Pl dO

puedeest arconSt i t ui doporua7j osqt eenCQryu．ntOdemuest enl a

e以志向ncj adeひれα Ob的aci 6れ

1倍amoseni onCeSSl parael eL，eTLtO〔ねIaprest aci endeわsserui ci os

desal uddeれadosdeacci dent ede掘nSi t oel t i t ul oqI eCut i uoque

Se rl equi e7℃　eS de cardct er co77Pl d0　0　basi a con∴un∴zhTri co

documenf q，eSdeci Ti COnI a．佃ci uTadep柁St a壷6ndeserui ci os印e

舟etaqLLeわpanedemandant epreSent 6．

SobZeeα j t l Ct urα deprest aci 6ndeserui ci osel ，art t Cul ol Odel i nci so

Segundo del a Leg1231de2008，Sel i al a主竺Nbpodrdl i bra7Se

J dct Lu，aa軌naquei nO CO77eSpOndaabi enaSent regadosTeal y
mα terl al meni eoaserui ci os窮Ct i uament ep確St adosenVi rSudde

unCOnt ratOZ）erbα l oescri t o〝．Enmat eri adeprest aci dndeserui ci os

desal udderi z）adosdeacci dent eSdet Tt gnsi t o，¢0nCa7gOaねp6u2a

SOATqueej q？i denI asaseguradoras，l osrequi si t osdel asj dct url aS

seenのe融和nd却ni dosenel ar商銀亮033del bec椎tO56de20」5g

l osart i cul ossubsi gui ent esquel odesaml わh．LanOmaSe允al a：
‘ ArGcul o33．Requi si t osdel aj dct uraporp7eSt aCi 6ndeserz）i ci os

de sal ud o documentO equi ual ent e．LaJ dct ura o documentO

equi ual ent e，preSe加adaporl osPl eSt adoTeSdeSerui ci osdeSahLd，

debecu77Pl i rCOnl osrequi si t osesf abl eci dosenI asれOmaSl egal es

yregl ament al j asz）四ent eS” ．

LasnOmaSdel ci t adodec7℃tOqueTegl ament aれl os7equi si t osque

debecont enereSi aespeci ede．佃cturaci eTt l osart t cul os26，31y

32；e126se7i al acudl es sonl ossqport es，i ndi ca cudl essonl os

documenf osexi gi dosparap7℃SerLt arl asol i とれddepagodel os

SerZJ i ci osdesal udyenumeTal osdocument os乎Si ：1・FbmLLl ari ode

TeCl amaci 6n．2．旦Pi cri si soreSumenCl i れi co．3．阜OSdocumentOSque

SqPOrt anel cont eni dodeわ寂sto7i acl 諭cay，pOrtmi mo，el ongl nal

del aJ hct ura，aCl arα ndo que（Zebe cont ener COl nO mi ni mol a

i r昨）maCあnse7i al adaenel art t cut o33del decret odequeest amos

nabl ando．

El  a71i cul o　31∴del  mi sl nO Dec7etO Se充al a：。“ Cont eni do del a

軸i cri si s” 仁．）Luego el  paragrqf bi れdi ca・泡uel os requi si t os
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cont ert i dosenel p7eSeni eari i cuわqpucanparal as儲兜Crl sI squese

p7eSent enCOmOSQpOrt edeわs recl amaci oneSpOrSerUi ci os de
sahLdydebeTt Cumpl i rconSuCOnt eni doobugat ori ament eparael

pagodel osserui ci osdesal udcoT7・e♀POndi ent eS・El art t cul o32ga
sel i al adoi ndゼaquedebecont enerel TeSumendeat enCi dnc縮ca

yenel mi sm？pa715grqf bdi cequedebenpreSent al SeCOmOSqPO71e
del asTeCl amaci onesporserui ci osdesal ud・

Asi duedel asnomast ranscri t asesmugcl aroexi raerqueenは

preSt aCi 6ndel osservi ci osdesahLdderi uadosdeacci dent esde
t ransi t opamel cobrOdeob的aci onesaca790del aaseguradora

queeやi del ap61i 21α debeexi st i rrecl amaci 6neSCri t aquepamel
e確CtOePi da∴el Mi ni sf eri odel aProt ecci 6nSoci abdocument oque

ademasdebeest araCO型pa充adode錐nCTi si so7eSumenCl b扉co，de

疑stori ac磁caconl osdat osyanexosquesel i al ayqueemgel a

nomaai rasci t ada・BspreCi sosehal arquel apert i nenci adel os

sqport es que deben acompa71ar est a eSpeCi e dej dct uras se
encuerLi raest abl eci daenel art t cul o21del Decret o4747de2007：

el cual l egul aねsrel aci oneSent聡めspTeSt adoreSyCual qui er垂〕O

deent i dad．J eSPOnSabl edel pagodel osserUi ci osdesal ud・La

n。ma，art i cul o21J ndi ca：“ Sqport esdel asj dct urasdeprest aci bn

de ser諦ci os．Los p7eSt adores de serui ci os de sahLd‘ eben

p7eSent ara辱en舶ades7eSPOnSabl esdepago，l asJ act umscon
l ossqport esque，deacuel doconel mecani smodepago，eSt abl ezca

el mni st eri bdel aProt ecci bnSoci al ・Laent i dadTeSPOnSabl edel

pagonopodraexi gi rsqport esadi ci onal esal os姫ni dosparael

宇確CtOpOrel mni st erZb陸りenel casodel asj act tmsdep7eSt aCi 6n
deserui ci osseemgequeest assee，q？i danenraZ6ndel osserui ci os

e確Ct i uament e－ p7eSt ados，art i cul o2del aLey1231de2008，l as

，da。i onadas．conl apreSt aCi 6ndeserui ci osdesahLdori gi nados

W一宇rLaCCi dent esdet rdnSi t odeben・eSt araCOT7Pahadasdel os
docume7uOSqueSqpOrt anI a7eCl amaci dnant el aaseguradora，

mds－ l osaneXOsant eSenuれCi ados・
i

EれCOnSeCuerLCi a，parael cα SOdel asobugaci oneSprOUeni enf esde

l aprest ac諒deserui ci osdesahLddert uadosdeacci dent eSde

t ransi t o，eSt aS Ob的aci oれeS nOpueden COnSt aren documeni o

加i cq，pOTquel al eyemge ot rossQpOrt eSque demuest raれIa

。Xi st。れ。i adel aob的aci bnacargOdel aaseguradorareSPOnSabl e

de！pago・

助ri i 。t a加q en eI prese加eα S関れわーa SO！α J 桓c顔的日義∴nO

conSf i 的et細め華cα 技巧po型eeSt e地軸o舶neca履く露er
del co〝面白0，gα ，q聯debe es血r融開場do con Of ros
doct unentOSa的i dosporぬsdi posi ci oneS的！α mentα 融S
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g t撞）uCabl es．Bn COnSeCuenCi ，no　わ‘ α Si st el l 雛zen　α l
舶cα r椎加qeneI senf j doqα eめst i ni cos子eq融S砧osexj gi dos

pα れα eI pα gOdeI osserUi cj osde‘ Sα 加dsonbspreuj st oseneI
α 崩ct l わ772gsI bsi g融e加esdeI Cbdi go緑Comerci oparα eI

cα SOdeI α ，佃c触rq融qt t eSet rα f adet ‘ 草枕撮Ioくわ○ α 枕bode

cα 電cf ersu四境Iar

Aho7q Si endoest osrequi si t osdeordensLLSt anCi くれesdeci 7㌧l os

rdat i vosal ai nt egmci 6ndel 細Ll oqeCut i uoc817やIei o，pO71uel al ey

l osexi geen・eSt eCaSO）Seadui ert eqLLenOSet ral adeunamera

．ゆmai i ‘ ゴad ql Lepueda ser ana舷ada en拐血Ld dei 脂C標rSO de
7宅POSi ci dnco加rael mandami eni odepagQ，pOrl oquebi enpO。ta

el j uezuer弼carl aocl menCi adeest osenI asent erLCi aqueTeSOI vi d

l asexc字PCWneSdeme7i t o．AdeTnaSque〔鵜LnCuandoe砂ezdeci di d

de的uorabl ement el a7宅POSi ci bnco加rael 771andami entOdepago，
o se7勧ando que est aban CLm函i dosl os requi si t osJ bmal es del

t i t ul o，eSt aCi Tl 蜘nSt aれCi anoes6bi ceparqque，deq種00en

Cual qui er mome加もO en t a Se加enCt a dej mme肥O enI a de

Segundai nSt anCi a，Semeh）anaeXal ni nart ddosl osrl equi si t osdel

t i t ul o．Asi l ohal ei t erα dol adoct 7i nadeわS訪adeCasaci 6nCi ui l

del aCort eSt I p7emadeJ ust i ci a（討de11才deTna7ZOde2019，

radi caci 6n25000－ 22－ 13－ 000－ 2019－ 00018－ 01，magi st radoponent e

LLdsArmandof bl osa．

EnconSeCuenCLa，COmOenel pTeSent eaSuntOl ademandaei ecut i L，a

S6l oseacdmpa7i 6〔わj dct urasdepreSt aCi bndeserui ci os，maSnO

del osdocumentOSqueCO71POnenj uri di cament eel t i t ul oco17函ei o，

l adeci si 6nace7t adaesねdenosegui racl el a毎el a阜1eCuCi 6nydar

porp70badal aex隼pCtbndemきれtodenOmれqda“ 読eX頓bi l i da‘ ゴde
l ost t t ul os（幻basedel a字i ecucあれ” ・Por空ntosecort f fmardl a

deci si dnqpel ada，COnCOSt aSaCa790del apari edemandant e（cf L

mi nut os37：36a48：33，enel regi st ro）．

Ydebesubrayarsequeest ai nt erpret aci 6n，enrl gOr，nO

l uce antQj adi zayporl o demえS se muest ra．acorde conl as

di squl Si ci orl eSqueeSt aCort erespal d6al di hci darunasunt o

de si mi l ares cont ornos（STC19525－ 2017），donde se

Punt ual i z6que毒anormat i ui dadl l al nadaaregul arel asuntO

eral a rel at i ua al  cobro del asi ndemni zα Ci oれes de7j uadas de

pduzas de seguro obl i gat ol b por acci de毎e de t rdnsi t o，

COnt eni cわenl osDecret os663de1993，3990de2007yl os

L
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art i cul osl O53　g1077del  C6di go de Comerci o〟y que

t rat andosedel c和rode色毎CtumS嶋t i nent esagast osmedi cos，

l a　〝document aCi 6n” neCeSari a para const i t ui r el 　〝t i t ul o

qecut i uo compl 弓i o” eranl os佃bmul a7わs de recl amaci 6n，

segz2nel j brmat qadqpt adoporel Mni st eri odel aProt ecci 6n

Soci abcert姫cadQmedi codeat enci d均j bmat oadQPt adoporel

Mi ni st el bdel ai ot ecci bnSoci al J aj dct Lmyj bt ocqpi adel a

pbl あa卑

Enest eordendei deas，nOSeVeC6mopuedacal i 鱒carse

dei rrazonabl el acri t i cadaprovi denci a，PueS，al margende

que se compart a，l a mi sma encuent ra soport e’ en una

l egi t i moJ ui ci ohermeneut i coyenl acongruent eapreci aci 6n

del acervo，que，eneSt r i ct ez，debenserrespet adas・

Laquqi OSa血OPuedeacudi raest avi aparaacomet er

val i dament econt ral osprovei dosdel osquedi si ent ey，menOS

adn，aSPl raraque Se de preval enci aasupropl O PareCer

sobreel ent endi mi ent oquel assedesj udi ci al esl edi eronal as

normas especi al es que gobi ernanel cobro de servi ci os de

sal udprest ados† ′ aVi ct i mas de acci dent es de t ransi t o con

cargo al apdl i zade seguro obl i gat ori o poracci dent esde

t ransi t o，宜nal i dadque，－ i t eraseっresul t a劉enaa－ l adel ruego

t ui t i vo，quenOf uecreadoparaerl gl rSeCOmOunai nstmci a

mまsenl osl i t i gi QS，Si nocPmOunaherrami ent aderesguardo

（STC147－ 2017）．No．seol vi deque，

《血d錨，endi e舶el nent edequeseco77Part aOnOl ahemeneut i ca・

del  zgador・el l onOdesca梯casudeci si 6nni l aconui ert een

cqp71chosayl COnent i dads函Ci erLt edecormmrui adehecho，

puesparal l egaraeSt eeSt adoseTequi erequel adet emi naci bn
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j udi ci al seael  esul t acl o（l eunaact uaci 6れ押印et i uayarbi t rari a

del acci onal h cont ra7j aal anormat i ui dadj urt di ca qpl i cabl ey
Ui o融ori a del os de7eChos、旬ndament al es〃．（CSJ  SC，20　de

SePt i embrede2012，rad．2012－ 00245－ 0l ci t adoenSTC15884－

2018）．

Yaque，

BI J t Le2「nat ural  est a dot ado de di scret a aLLtOnOmi a para

i nt e7p7et arねSねges，demodoqueel anやarOSbl oseabrepasosi

等edet ect aunemrgrOSerOOunyemSL俊幸諦at i uoomayuscul o

quej abrzI Pt aypal adi namenf ecerceneel o7deれan壷entOpOSi t i uo；

Cuando t enga　払gar un OSt eれSi bl e e i nadl ni si bl e
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SCLAJPT-11 V.00 

 

 

IVÁN MAURICIO LENIS GÓMEZ  

Magistrada ponente 

 

Radicado n.° 88735 

Acta 12 

 

Bogotá D.C., quince (15) de abril de dos mil veinte 

(2020). 

 

La Sala resuelve la impugnación que la CLÍNICA LA 

VICTORIA S.A.S. presentó contra el fallo que el 26 de febrero 

de 2020 profirió la Sala de Casación Civil de esta Corte 

profirió, en el trámite de acción de tutela que la recurrente 

instauró contra la SALA CIVIL-FAMILIA DEL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE BARRANQUILLA y el JUZGADO DIECISÉIS 

CIVIL DEL CIRCUITO de la misma ciudad.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

 

El apoderado judicial de la CLÍNICA LA VICTORIA 

S.A.S. instauró este mecanismo constitucional que ocupa la 

atención de la Sala con el fin de obtener la protección de los 

derechos de su agenciada al DEBIDO PROCESO y al 

ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, en 
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conexidad con la CONFIANZA LEGÍTIMA, presuntamente 

trasgredidos por las autoridades judiciales convocadas.  

 

Para respaldar su solicitud, manifestó que su prohijada 

instauró demanda ejecutiva contra la sociedad Seguros del 

Estado S.A. orientada a cobrar coercitivamente sumas de 

dinero contenidas en algunas facturas cambiarias.  

Adujo que el asunto se asignó por reparto al Juzgado 

Dieciséis Civil del Circuito de Barranquilla, autoridad que 

mediante auto de 2 de mayo de 2018 libró mandamiento de 

pago contra la ejecutada por la suma de $426.800.517,84.  

 

Afirmó que la demandada presentó recurso de 

reposición contra el proveído referido y formuló excepciones 

de mérito, medios de defensa que el juez de conocimiento del 

asunto desestimó a través de auto de 25 de octubre de 2018, 

al considerar que no había lugar a ello y que las excepciones 

fueron extemporáneas.  

 

Señaló que, inconforme con dicho proveído, el 

apoderado judicial de Seguros del Estado S.A. presentó 

reposición contra la última decisión mencionada, 

instrumento procesal al que el juzgado accedió mediante 

decisión de 5 de junio de 2019 y a través del cual declaró 

probada la excepción de inexigibilidad de los títulos de 

recaudo ejecutivos y dispuso no seguir adelante con la 

ejecución.   
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Explicó que apeló la anterior decisión y que mediante 

auto de 9 de diciembre de 2019, la Sala Civil-Familia del 

Tribunal Superior de Barranquilla la confirmó íntegramente. 

 

 Argumentó que las autoridades judiciales accionadas 

lesionaron sus derechos fundamentales al negarse a 

continuar con el trámite del proceso coactivo y al actuar 

totalmente al margen del procedimiento establecido; y, al 

hacerlo, descartaron equivocadamente la idoneidad de los 

documentos base de recaudo, pese a que contenían una 

obligación clara, expresa, exigible y susceptible de ejecución.  

 

Conforme lo anterior, solicitó que se protejan sus 

garantías presuntamente conculcadas y solicitó que, como 

medida dirigida a restablecerlas, se dejaran sin efecto las 

decisiones censuradas y, en su lugar, se ordene la expedición 

de proveídos de reemplazo, acordes al trámite de la acción 

cambiaria regulada en los artículos 780 y siguientes del 

Código de Comercio.  

  

II. TRÁMITE Y DECISIÓN DE INSTANCIA 

 

La Sala de Casación Civil de esta Corte admitió la acción 

constitucional mediante auto de 13 de febrero de 2020, en el 

que corrió traslado a los despachos judiciales accionados 

para que ejercieran su derecho de defensa y, con igual fin, 

ordenó vincular a las partes e intervinientes en el proceso 

ejecutivo originario de la queja (f.º 126). Durante el término de 

traslado concedido para tales efectos, se recibieron las 

siguientes respuestas:  
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El apoderado judicial de la sociedad Seguros del Estado 

S.A. manifestó que los reparos esbozados por la sociedad 

tutelante no tienen por origen una transgresión de garantías 

superiores, sino su discrepancia con las valoraciones que las 

autoridades convocadas efectuaron en las decisiones materia 

de controversia. Así, señaló que en este caso no estructuran 

los presupuestos generales y específicos de la acción de 

tutela contra providencias judiciales y, al amparo de tal 

argumento, pidió que se desestimara la petición de resguardo 

(f.º 136 a 144).  

 

  Por su parte, la Juez Dieciséis Civil del Circuito de 

Barranquilla afirmó que respetó las garantías procesales de 

las partes intervinientes en el juicio mencionado y señaló que 

no incurrió en ningún actuar caprichoso o desmedido que 

pudiese considerarse contrario a los derechos invocados (f.º 

156).   

 

Concluido el trámite mencionado, a través de fallo de 26 

de febrero de 2020 la Sala de Casación Civil negó la 

salvaguarda reclamada, al estimar que la decisión 

cuestionada era razonable y compatible con las normas que 

regulaban la materia, de manera que de su contenido no 

podía extraerse la transgresión esgrimida como fundamento 

del instrumento de amparo (f.º 157 a 162).  

 

III. IMPUGNACIÓN 

 

Inconforme con la decisión anterior, el apoderado 

judicial de la clínica tutelante la impugnó y solicitó su 
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revocatoria, aspiración que respaldó en argumentos que 

guardaron identidad con sus planteamientos iniciales (f.º 164 

a 186).  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

 

Sea lo primero señalar que la acción de tutela está 

consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, como 

un mecanismo expedito que le permite a todo ciudadano 

acudir a las autoridades judiciales para obtener la protección 

de sus derechos fundamentales que hayan sido lesionados o 

amenazados por una autoridad pública o, en ciertos casos, 

por parte de un particular.  

 

Ahora, según reiterada jurisprudencia de esta Corte, el 

prenombrado mecanismo constitucional es procedente 

cuando la transgresión proviene de una decisión judicial. Sin 

embargo, en dichos eventos, la viabilidad del resguardo se 

encuentra supeditada a que se demuestre que la decisión 

reprochada es el resultado de una interpretación 

notoriamente alejada del ordenamiento jurídico, a tal punto 

que su arbitrariedad resulte evidente e indudablemente 

conexa con la vulneración alegada. 

 

 

 Por el contrario, cuando se verifica que la providencia 

cuestionada es producto de una reflexión razonable y 

ponderada de la autoridad que la profirió, no puede el juez 

constitucional quebrantarla o modificar su contenido, so 

pretexto de tener una mejor opinión sobre el asunto que se 
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resuelve, pues ello conllevaría a una inadecuada intromisión 

de la autoridad constitucional en la órbita de competencia de 

otras autoridades, lo que es contrario a los principios de 

independencia judicial y cosa juzgada que se erigen en pilar 

del Estado Social de Derecho.  

 

Conforme lo anterior, en este caso debe establecerse si 

a través de la decisión de fecha 9 de diciembre de 2019 el 

Tribunal Superior de Barranquilla lesionó los derechos 

fundamentales de la accionante, al confirmar el auto que 

profirió el Juzgado Dieciséis Civil del Circuito de la misma 

ciudad en el proceso ejecutivo ya referido.  

 

Pues bien, en el proveído objeto de reproche, el Tribunal 

encausado comenzó por efectuar un completo recuento de los 

antecedentes fácticos y procesales, incluido el recurso de 

apelación que le otorgó la competencia funcional. Luego, 

señaló que el interrogante que debía resolver era establecer 

si de las facturas cambiarias invocadas por la clínica 

ejecutante era factible extraer la existencia de una obligación 

clara, expresa y actualmente exigible a la aseguradora 

demandada.  

 

En esa dirección, explicó que el marco jurídico idóneo 

para resolver la controversia en estudio estaba conformado 

por el artículo 422 del Código General del Proceso, como 

también por la Ley 1231 de 2008 y los Decretos 4747 de 2007 

y 56 de 2015, disposiciones especiales que, señaló, 

regulaban la ejecución de facturas cambiarias derivadas de 
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servicios de salud prestados con ocasión de accidentes de 

tránsito.   

 

Posteriormente, interpretó los preceptos citados e indicó 

que la ejecución de títulos valores de las características 

enunciadas exigía la integración de un documento base de 

recaudo complejo, integrado por el instrumento autónomo 

contentivo de la suma a cobrar, más el formulario de 

reclamación, la epicrisis o resumen médico y las copias 

pertinentes de la historia clínica de la persona atendida.  

 

Asimismo, analizó los elementos de prueba que obraban 

en el expediente y verificó que el ejecutante únicamente 

aportó las facturas cambiarias para respaldar la solicitud de 

ejecución. Con fundamento en ello, estimó que de las 

probanzas allegadas no era posible extraer la conformación 

de un título ejecutivo contentivo de los requisitos 

mencionados en la parte introductoria y, por consiguiente, 

tampoco era factible continuar con el trámite el juicio 

coercitivo.  

 

En consecuencia, el ad quem consideró que la decisión 

del juez de primer grado era atinada y, de acuerdo con dicha 

reflexión, la confirmó íntegramente.  

 

Así las cosas, al analizar la anterior decisión, esta 

colegiatura considera que el Tribunal Superior de 

Barranquilla no incurrió en los errores evidentes que le 

endilgó la sociedad accionante en el escrito que dio origen a 

la queja constitucional, debido a que seleccionó 
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adecuadamente las normas sustantivas y procesales 

aplicables al caso bajo su criterio, las interpretó en forma 

sensata, valoró los elementos de prueba que se incorporaron 

al expediente con sujeción a las reglas de la sana crítica y, 

finalmente, construyó una decisión coherente, que consultó 

las reglas mínimas de razonabilidad y que, en manera 

alguna, puede considerarse transgresora de derechos 

fundamentales.  

 

Por lo expuesto, esta Corte estima que no se configuran 

en este asunto los requisitos que excepcionalmente habilitan 

al juez de tutela a interferir en la órbita privativa del juez 

natural, pues este último cumplió con la tarea de impartir 

justicia que le fue atribuida por la Constitución y por la ley, 

sin incurrir en errores evidentes o en desafueros lesivos de 

garantías superiores que ameriten la adopción de las 

medidas urgentes reclamadas.  

 

En el anterior contexto, se confirmará la decisión del 

juez constitucional de primer grado que negó la protección 

deprecada.  

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre 

de la República y por autoridad de la ley, 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO: Confirmar el fallo impugnado.  

 

SEGUNDO: Comunicar esta decisión a los interesados 

en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

TERCERO: Remitir el expediente a la Corte 

Constitucional para la eventual revisión del fallo 

pronunciado. 

 

Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase 
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N. Nro. Reclamación Observacion Estado Reclamación 

1 K101283 Objeción

2 K106291 Glosa Aceptada

3 K106800 Glosa Aceptada

4 K110481 Pago Total

5 K118528 Pago Total

6 K118698 Glosa Aceptada

7 K119903 Glosa Aceptada

8 K120826 Glosa Aceptada

9 K122390 Pago Total

10 K123771 Pago Total

11 K124068 Pago Total

12 K126447 Glosa Aceptada

13 K1304 Solicitud de Documentos

14 K13448 Glosa ratificada

15 K13931 Pago con Glosa 

16 K14695 Pago con Glosa 

17 K16599 Pago con Glosa 

18 K18622 Pago con Glosa 

19 K18887 Pago con Glosa 

20 K19407 Pago con Glosa 

21 K19852 Pago con Glosa 

22 K20048 Pago con Glosa 

23 K21190 Solicitud de Documentos

24 K21732 Pago con Glosa 

25 K21738 Solicitud de Documentos

26 K21786 Solicitud de Documentos

27 K21878 Pago con Glosa 

28 K21891 Solicitud de Documentos

29 K22554 Solicitud de Documentos

30 K22741 Solicitud de Documentos

31 K22782 Pago con Glosa 

32 K22862 Solicitud de Documentos

33 K22892 Pago con Glosa 

34 K23057 Solicitud de Documentos

35 K23377 Glosa ratificada

36 K24264 Pago con Glosa 

37 K24457 Solicitud de Documentos

38 K24686 Solicitud de Documentos

39 K25293 Pago con Glosa 

40 K25867 Glosa Aceptada

41 K26158 Glosa Aceptada

42 K26324 Solicitud de Documentos

43 K26823 Pago con Glosa 

44 K28414 Pago con Glosa 

45 K28415 Pago con Glosa 

46 K28837 Pago con Glosa 



47 K28881 Solicitud de Documentos

48 K29778 Pago con Glosa 

49 K30531 Pago con Glosa 

50 K30679 Pago con Glosa 

51 K31119 Pago con Glosa 

52 K33001 Glosa ratificada

53 K33161 Solicitud de Documentos

54 K33324 Pago con Glosa 

55 K33691 Pago con Glosa 

56 K33914 Pago con Glosa 

57 K34308 Pago con Glosa 

58 K35019 Pago con Glosa 

59 K35501 Pago con Glosa 

60 K35797 Pago con Glosa 

61 K35874 Pago con Glosa 

62 K36197 Pago con Glosa 

63 K36312 Glosa ratificada

64 K36498 Glosa ratificada

65 K37869 Pago con Glosa 

66 K38260 Pago con Glosa 

67 K38328 Pago con Glosa 

68 K41635 Pago con Glosa 

69 K43225 Pago con Glosa 

70 K43229 Pago con Glosa 

71 K43497 Pago con Glosa 

72 K46436 Pago con Glosa 

73 K46740 Pago con Glosa 

74 K47315 Pago con Glosa 

75 K48238 Pago con Glosa 

76 K49117 Pago con Glosa 

77 K50413 Pago con Glosa 

78 K51425 Pago con Glosa 

79 K51814 Pago con Glosa 

80 K51831 Pago con Glosa 

81 K52091 Solicitud de Documentos

82 K6305 Pago con Glosa 

83 K71984 Pago con Glosa 

84 K74464 Solicitud de Documentos

85 K772 Solicitud de Documentos

86 K8221 Glosa ratificada

87 K8507 Solicitud de Documentos

88 K9201 Glosa ratificada

89 K9254 Solicitud de Documentos

90 K9346 Solicitud de Documentos

91 K93976 Glosa Aceptada

92 K97685 Solicitud de Documentos

93 K99405 Pago con Glosa 



94 KE10400 Solicitud de Documentos

95 KE11030 Glosa Aceptada

96 KE11305 Glosa Aceptada

97 KE12135 Glosa Aceptada

98 KE12478 Glosa Aceptada

99 KE12915 Glosa Aceptada

100 KE13304 Pago Total

101 KE13699 Glosa Aceptada

102 KE14330 Glosa Aceptada

103 K121555 Objeción

104 K28662 En Proceso Indemnizatorio

105 KE6417 No Registra en Base de Datos
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Atentamente: 
Rubén Darío Vallejo Hernández 
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Señor 
JUEZ ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.        S.        D. 
 
REF: PROCESO EJECUTIVO DE MEDIFACA I.P.S. S.A.S. CONTRA SEGUROS DEL ESTADO S.A.  RAD No. 2021-00007
00. 
 
MILLER AUGUSTO VARGAS ZAMORA, mayor de edad y domiciliado en Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía
número 7.710.293 expedida en Neiva, abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional No 149.590 del C. S. de la J.,
obrando en mi calidad de apoderado judicial de la entidad demandante dentro del proceso de la referencia, muy
respetuosamente concurro ante su despacho, con el fin de pronunciarme frente al recurso de reposición interpuesto por el
apoderado de la parte ejecutada, en contra del auto del 2 de julio de 2021 mediante el cual se admite reforma de la demanda a
favor de MEDIFACA I.P.S. S.A.S.

Adjunto lo enunciado 

Atentamente, 

Miller Augusto Vargas Zamora
ABOGADO
Celular: 3175009002
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Señor 
JUEZ ONCE CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E. S. D. 
 
REF:  PROCESO EJECUTIVO DE MEDIFACA I.P.S. S.A.S. CONTRA SEGUROS 
DEL ESTADO S.A.  RAD No. 2021-00007 00. 
 
MILLER AUGUSTO VARGAS ZAMORA, mayor de edad y domiciliado en Bogotá, 
identificado con la cédula de ciudadanía número 7.710.293 expedida en Neiva, 
abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional No 149.590 del C. S. de la J., 
obrando en mi calidad de apoderado judicial de la entidad demandante dentro del 
proceso de la referencia, muy respetuosamente concurro ante su despacho, con el 
fin de pronunciarme frente al recurso de reposición interpuesto por el apoderado de 
la parte ejecutada, en contra del auto del 2 de julio de 2021 mediante el cual se 
admite reforma de la demanda a favor de MEDIFACA I.P.S. S.A.S., el cual solicito 
sea denegado de conformidad con los siguientes argumentos: 
 
 

1. FRENTE A LA EXCEPCION DE AUSENCIA DE REQUISITOS DE 
VALIDEZ Y EFICACIA DE LOS TITULOS EJECUTIVOS 

 
Aduce la apoderada de la ejecutada, en un escrito por demás ambiguo, que las 
facturas aportadas no cumplen los requisitos de la ley 1231 de 2008, toda vez que 
a su juicio adolecen de los requisitos de aceptación y anuencia del destinatario, 
pues no provienen de una relación contractual subyacente, que fueron recibidas 
para estudio más no han sido aceptadas, y que tampoco fueron acompañadas de 
la totalidad de los soportes que acreditan la efectiva prestación del servicio cobrado 
con cargo al SOAT, interpretación errada que no encuentra sustento ni en la 
legislación aplicable a las facturas de salud, ni a los numerosos y reiterados 
pronunciamientos de las Altas Cortes y Tribunales de Distrito, ni en la realidad 
fáctica de la demanda; el argumento de la recurrente pretende desconocer la 
regulación especial establecida por el legislador y reglamentada por las autoridades 
en salud que, de manera integral regulan lo atinente a la presentación de la factura 
y sus soportes al responsable del pago de los servicios de salud, el término legal en 
dentro del cual debe hacerse su auditoría, y los efectos del silencio del responsable 
del pago respecto del contenido y de los soportes de las facturas, legislación que 
para todos los efectos prima sobre la norma general que regula los títulos valores, 
de tal manera que, de las facturas de venta de servicios de salud, deben reunir 
ciertos requisitos específicos que consisten en la presentación para el cobro, el 
agotamiento de la etapa de verificación y auditoría de los soportes y la consecuente 
aceptación tácita al no presentarse glosas ni devoluciones. Lo que en consecuencia 
hace improcedente que en sede judicial se pretenda exigir requisitos que les son 
ajenos. 
 
Según se expuso en los hechos de la demanda, SEGUROS DEL ESTADO S.A.  
recibió cada una las facturas de venta objeto de ejecución, de lo cual da fe el sello 



de recibido impuesto en original en cada una, lo cual permite concluir sin asomo de 
duda que la entidad ejecutada recibió la totalidad de la facturación objeto de cobro. 
 
Como primera medida debe indicarse que la sola recepción de las facturas de venta 
de servicios de salud por parte de la entidad responsable del pago de dichos 
servicios, no implica su aceptación inmediata pues cuenta con un término legal para 
presentar objeciones, pero si operará la presunción legal de que éstas fueron 
irrevocablemente aceptadas cuando la entidad responsable del pago permita que 
transcurra en silencio el término de ley con que cuenta para formular glosas u 
objeciones a las facturas que ha recibido, pues vencido el término anterior sin 
manifestación alguna por la entidad responsable del pago de los servicios de salud 
receptora de las facturas, se entiende que la aseguradora no halló motivo alguno de 
inconformidad en los términos del Anexo Técnico No. 6 de la Resolución 3047 de 
2008 – Manual único de Glosas y Devoluciones -, y como corolario las facturas serán 
exigibles por la totalidad de su importe. 
 
En efecto, tenemos como norma de referencia el decreto 3990 de 20071 cuyo 
artículo 6 expresa lo siguiente: 
 

“Artículo 6°. Pago de la indemnización. Las compañías de seguros y la Subcuenta 
ECAT de Fosyga deberán cancelar el valor de los gastos facturados que no hubieren 
sido objetados dentro del término previsto en el artículo 1080 del Código de Comercio. 
Dentro del mismo plazo, deberán poner en conocimiento de las Instituciones 
Prestadoras de Servicios de Salud las objeciones a los gastos facturados”. 

 
El artículo 1080 del Código de Comercio establece: 
 

ARTÍCULO 1080. PLAZO PARA EL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN E INTERESES 
MORATORIOS. 
 
El asegurador estará obligado a efectuar el pago del siniestro dentro del mes 
siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite, aún 
extrajudicialmente, su derecho ante el asegurador de acuerdo con el 
artículo 1077. Vencido este plazo, el asegurador reconocerá y pagará al 
asegurado o beneficiario, además de la obligación a su cargo y sobre el importe 
de ella, un interés moratorio igual al certificado como bancario corriente por la 
Superintendencia Bancaria aumentado en la mitad. 

  
 
De las normas transcritas se colige que la entidad aseguradora de SOAT 
responsable del pago, tiene como obligación efectuar el pago de la totalidad de la 

 
1 Por el cual se reglamenta la Subcuenta del Seguro de Riesgos Catastróficos y Accidentes del 
Tránsito del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, se establecen las condiciones de operación 
del aseguramiento de los riesgos derivados de daños corporales causados a las personas en 
accidentes de tránsito, eventos catastróficos y terroristas, las condiciones generales del seguro de 
daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito, Soat, y se dictan otras 
disposiciones. 
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factura dentro del mes siguiente a su radicación, siempre y cuando no existan glosas 
u objeciones a la factura. 
 
Adicionalmente el Decreto 4747 de 2007 también invocado por la ejecutada, en su 
artículo 23, en concordancia con las anteriores normas, dispuso que “las entidades 
responsables del pago de servicios de salud dentro de los treinta (30) días hábiles 
siguientes a la presentación de la factura con todos sus soportes, formularán y 
comunicarán a los prestadores de servicios de salud las glosas a cada factura, con 
base en la codificación y alcance definidos en el manual único de glosas, 
devoluciones y respuestas”, de tal suerte que una vez vencido el término anterior 
de treinta (30) días sin que la EPS formule glosas u objeciones a la factura, ésta 
será exigible por la totalidad de su importe, por entenderse que la entidad 
responsable del pago no halló ningún motivo de glosa de los taxativamente definidos 
en el Anexo Técnico No. 6 del Decreto 4747 de 2007. 
 
Posteriormente, la Ley 1438 de 2011 reformó las normas anteriores, disponiendo 
en lo pertinente lo siguiente: 
 

ARTÍCULO 56. PAGOS A LOS PRESTADORES DE SERVICIOS DE SALUD. Las 
Entidades Promotoras de Salud pagarán los servicios a los prestadores de 
servicios de salud dentro de los plazos, condiciones, términos y porcentajes que 
establezca el Gobierno Nacional según el mecanismo de pago, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 1122 de 2007. 
 
El no pago dentro de los plazos causará intereses moratorios a la tasa 
establecida para los impuestos administrados por la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN). 
 
Se prohíbe el establecimiento de la obligatoriedad de procesos de auditoría previa a la 
presentación de las facturas por prestación de servicios o cualquier práctica tendiente 
a impedir la recepción. 
 
Las entidades a que se refiere este artículo deberán establecer mecanismos que 
permitan la facturación en línea de los servicios de salud, de acuerdo con los 
estándares que defina el Ministerio de la Protección Social. 
 
También se entienden por recibidas las facturas que hayan sido enviadas por los 
prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud a través 
de correo certificado, de acuerdo con lo establecido en la Ley 1122 de 2007, sin 
perjuicio del cobro ejecutivo que podrán realizar los prestadores de servicios de 
salud a las Entidades Promotoras de Salud en caso de no cancelación de los 
recursos. 
 
ARTÍCULO 57. TRÁMITE DE GLOSAS. Las entidades responsables del pago de 
servicios de salud dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes a la 
presentación de la factura con todos sus soportes, formularán y comunicarán a 
los prestadores de servicios de salud las glosas a cada factura, con base en la 
codificación y alcance definidos en la normatividad vigente. Una vez formuladas las 
glosas a una factura no se podrán formular nuevas glosas a la misma factura, salvo las 
que surjan de hechos nuevos detectados en la respuesta dada a la glosa inicial. 
 
El prestador de servicios de salud deberá dar respuesta a las glosas presentadas por 
las entidades responsables del pago de servicios de salud, dentro de los quince (15) 



días hábiles siguientes a su recepción, indicando su aceptación o justificando la no 
aceptación. La entidad responsable del pago, dentro de los diez (10) días hábiles 
siguientes a la recepción de la respuesta, decidirá si levanta total o parcialmente las 
glosas o las deja como definitivas. 
 
Si cumplidos los quince (15) días hábiles, el prestador de servicios de salud considera 
que la glosa es subsanable, tendrá un plazo máximo de siete (7) días hábiles para 
subsanar la causa de las glosas no levantadas y enviar las facturas enviadas 
nuevamente a la entidad responsable del pago. 
 
Los valores por las glosas levantadas total o parcialmente deberán ser cancelados 
dentro del mismo plazo de los cinco (5) días hábiles siguientes, a su levantamiento, 
informando al prestador la justificación de las glosas o su proporción, que no fueron 
levantadas. 
 
Una vez vencidos los términos, y en el caso de que persista el desacuerdo se acudirá 
a la Superintendencia Nacional de Salud, bien sea en uso de la facultad de conciliación 
o jurisdiccional a elección del prestador, en los términos establecidos por la ley. 

 
El Gobierno Nacional reglamentará los mecanismos para desestimular o sancionar el 
abuso con el trámite de glosas por parte de las entidades responsables del pago.” (Se 
subraya y resalta) 

 
Todas las normas citadas prevén que, las entidades responsables del pago deben 
concurrir al pago de las facturas de venta de servicios de salud a las IPS, dentro del 
término legalmente establecido, contado a partir del día siguiente a la recepción de 
las facturas, término que para el caso de los servicios SOAT discurre concomitante 
con el término para presentar glosas u objeciones a las mismas, así como 
establecieron la causación de intereses moratorios a favor de la IPS en caso de la 
no cancelación oportuna de las facturas, e hizo explícita la facultad que radica en 
cabeza de las instituciones prestadoras del servicio de salud para demandar 
ejecutivamente el cobro de las facturas no canceladas por la entidad responsable 
del pago. 
 
En el presente caso, pese a que una vez mi representada prestó los servicios de 
salud que hoy se exigen, y procedió a radicar las facturas relacionadas en los 
hechos y pretensiones  de la demanda ante la oficina destinada para tal fin por 
SEGUROS DEL ESTADO S.A., esta no efectuó el pago de su importe dentro del 
mes siguiente a su radicación, conforme a lo previsto en el artículo 41 numeral 
primero del Decreto 056 del 2015, norma que regula el flujo de recursos y la 
financiación de los servicios de salud prestados a los tomadores y/o beneficiarios 
del SOAT atendidos por la IPS.  
 
Así mismo, SEGUROS DEL ESTADO S.A. NO COMUNICÓ a la IPS demandante 
ninguna causal de glosa u objeción a las facturas relacionadas en el escrito 
introductorio dentro del mismo mes siguiente a su radicación, es decir no presentó 
objeción alguna relacionada con la supuesta falta de soportes legales de las facturas 
aportadas, conforme a lo previsto en el artículo 6 del decreto 3990 de 2007, motivo 
por el cual se presume de derecho que, las facturas radicadas contaban con la 
totalidad de los  soportes legales, que dan fe de la efectiva prestación de los 



servicios de salud cobrados en cada factura de venta, y que sus importes se 
entienden aceptados en su integridad, pues si MEDIFACA I.P.S. S.A.S. presentó 
ante SEGUROS DEL ESTADO las facturas de venta de servicios de salud para su 
pago, y ésta última dejó vencer en silencio el término con que contaba para 
presentar glosas u objeciones a las mismas, operó la presunción legal de su 
aceptación en los términos de la ley 1122 de 2007 y 1438 de 2011, y por tanto se 
constituyen en títulos ejecutivos exigibles desde el vencimiento del término legal de 
un mes con que contaba la demandada responsable del pago para formular glosas 
u objeciones, debiendo pagarse el importe total de las facturas. 
 
De estos supuestos fácticos se desprende la procedencia formal de la presente 
ejecución, en tanto se acreditó i) la recepción de las facturas por parte de la entidad 
ejecutada a través de la oficina designada por la aseguradora para el efecto, de ello 
dan fe las facturas y las relaciones de cobro con la constancia de recibido y ii) la 
ausencia de pagos o de glosas, negaciones indefinidas que no requieren de prueba 
y deben ser desvirtuadas por la entidad ejecutada. 
 
Es decir, la aseguradora demandada no hizo uso del Manual Único de Glosas 
contenido en el anexo técnico No. 6 de la resolución 3047 de 2008 del Ministerio de 
Salud, que se estableció precisamente para que el responsable del pago eleve 
observaciones u objeciones relativas a la falta o inconsistencia de los soportes 
anexos a la factura, para efectos de lo cual dicho manual establece una codificación 
taxativa con cada causal de glosa o devolución, clasificada según el tipo de objeción 
(autorizaciones, tarifas, soportes, pertinencia del servicio, facturación, etc.) 
 
Ello significa que, si la aseguradora no comunicó a la IPS alguna causal de glosa o 
devolución de las descritas en dicho Manual, se entiende que la factura iba 
acompañada de la totalidad de los soportes exigidos tanto por el artículo 23 del 
decreto 4747 de 2007, como por el anexo técnico No. 5 de la mencionada resolución 
3047 de 2008, y que el responsable del pago, una vez efectuada la revisión de la 
factura y sus soportes, no halló algún motivo de inconformidad respecto del servicio 
de salud objeto de cobro, y en tal medida se entiende que la factura HA SIDO 
ACEPTADA DE MANERA INTEGRAL, y deberá efectuarse su pago. 
 
Es por ello que el artículo 8 del Decreto 056 de 2015, radicó en la institución 
prestadora de salud la facultad de exigir a las aseguradoras que prestan sus 
servicios en el ramo del SOAT, el pago de los servicios de salud prestados a 
víctimas de accidentes de tránsito, así: 
 

Artículo 8°. Legitimación para reclamar. Tratándose de los servicios de salud previstos 
en el presente decreto, prestados a una víctima de accidente de tránsito, de evento 
catastrófico de origen natural, de evento terrorista, o de otro evento aprobado, el 
legitimado para solicitar el reconocimiento y pago de los mismos al Ministerio de Salud 
y Protección Social o la entidad que se defina para el efecto, o a la compañía de 
seguros que expida el SOAT, según corresponda, es el prestador de servicios de salud 
que haya atendido a la víctima. 

 



Para tal efecto, el artículo 10 ibídem estandarizó las tarifas a las que debe ajustarse 
la facturación y cobro de esta clase de servicios de salud, aplicando para el efecto 
la reglamentación contenida en el denominado Manual Tarifario. 
 
Con el fin de regular el término con que cuentan las aseguradoras para pagar y 
objetar esta clase de servicios, el inciso final del artículo 38 del Decreto 056 de 2015, 
estableció que las reclamaciones presentadas ante las entidades aseguradoras 
autorizadas para operar el SOAT se pagarán dentro del mes siguiente a la fecha de 
presentación de la cuenta, así como el artículo 6 del Decreto 3990 de 1993 le 
impone a la aseguradora la obligación de comunicar las objeciones a que haya lugar 
“dentro del término previsto para el pago de la indemnización”. 
 
Ahora bien, el Ministerio de la Protección Social, expidió un manual único de glosas, 
devoluciones y respuestas, adoptado en el artículo 14 de la resolución 3047 de 
2008, y que hace remisión al anexo técnico No. 6. 
 
Este manual de forma restrictiva, establece una a una, las causales de devolución 
y glosas, en relación con las reclamaciones que elevan los prestadores de servicios 
de salud (IPS) frente a los aseguradores del sistema (Aseguradoras del SOAT, EPS; 
FOSYGA, Aseguradoras etc.), en las cuales estas se deben amparar para objetar, 
mediante glosa o devolución, las solicitudes de pago que se le radican, objeciones 
que se deben realizar dentro de los términos señalados en el artículo 6 del Decreto 
3990 de 2007. 
 
En cuanto tiene que ver con las facturas el anexo 5 dispone como causal de 
devolución o glosa, que la factura no reúna los requisitos exigidos por la ley o los 
reglamentos. Quiere esto decir, que siempre que se eleve una reclamación y se 
acompañe una factura incompleta por sus requisitos de forma o fondo, inconsistente 
o carente de soportes, deberá el asegurador, en el caso SEGUROS DEL ESTADO. 
Será su deber proceder a glosarla o devolverla. 
 
De lo exigido por las normas se concluye que es obligación de la I.P.S., radicar las 
facturas con el lleno de la totalidad de los requisitos exigidos por la ley y los 
reglamentos, y acompañarla de los soportes exigidos por estos, y a su vez es 
requisito para el asegurador – en el caso SEGUROS DEL ESTADO - proceder a 
realizar la revisión de la factura y sus soportes, y en el caso de no encontrarla  
ajustada a las exigencias legales,  proceder a su devolución o glosa en el término 
exigido por la ley. 
 
Mi representado cumplió con la obligación legal, de radicar en la aseguradora, las 
facturas con el lleno de la totalidad de los requisitos exigidos por la ley y el 
reglamento, y acompañadas de la totalidad de los soportes a que se refiere el 
apoderado de la ejecutada, de ello da fe la copia de la factura con el sello de 
radicación, y bajo la gravedad del juramento se afirma, que la misma no fue devuelta 
ni glosada por el asegurador dentro del término señalado en la ley, porque no se 
encontró defecto alguno  razón por la que se solicita el pago de la misma por la vía 



ejecutiva en ejercicio del derecho que le concede el artículo 56 de la ley 1438 de 
2011. 
 
Ahora bien, si el demandado pretendiera desvirtuar el mérito ejecutivo de las 
facturas, otorgado por la ley 1438 de 2011 en su artículo 56, debe demostrar 
mediante documento idóneo, que en los términos señalados en la ley efectuó la 
devolución o glosa de la reclamación por defectos en la factura, o por ausencia o 
defecto en los soportes como la supuesta ausencia de la prueba de haberse 
prestado el servicio que invoca falsamente la ejecutada, de acuerdo con el manual 
único de glosas y devoluciones a que se hizo referencia. 
 
Todas y cada una de las facturas aportadas iba acompañada de la historia clínica, 
epicrisis y la totalidad de los soportes legales exigidos por la normatividad que 
prueban la efectiva prestación de los servicios, luego, la afirmación de la ausencia 
de la prueba de la prestación del servicio resulta ser falsa, pues con el sello de 
recibido impuesto en la factura, y la ausencia de prueba documental tan si quiera 
en fotocopia, de la presentación de objeción alguna, se arriba a la conclusión que si 
la demandada no objetó es porque la documental que acompañaba la factura estaba 
completa. 
 
Por lo anterior considero, señor juez, que le está vedado a la ejecutada alegar la 
ausencia de requisitos en las facturas que se allegan que debieron ser objeto de 
análisis del asegurador, en las facturas y soportes que se le radicaron, pues insisto 
la obligación del prestador – MEDIFACA I.P.S. S.A.S..- según lo dispuesto por el 
artículo 56 de la ley 1438 de 2011, es demostrar que radicó la factura ante el 
asegurador responsable de pago, requisito que se cumple con el sello impuesto por 
la oficina de correspondencia de SEGUROS DEL ESTADO abierta para estos 
efectos, y si este – el asegurador- pretende exonerarse del pago o destruir la 
presunción legal de título ejecutivo que dio el legislador – artículo 56 de la ley 1438 
de 2011- a esta clase de facturas, debe demostrar que efectuó la devolución o glosa 
en el término legal, y si no lo hizo, como sucede en este caso, se presume de 
derecho que la factura que se le radicó junto con los soportes reúne la totalidad de 
los requisitos de ley, y por lo tanto es exigible por esta vía; por lo tanto reitero si la 
ley los presume auténticos en su contenido y forma, y la ASEGURADORA DEL 
SOAT no las objetó o glosó en el término legal, considero no puede hacerlo en sede 
judicial toda vez que el término para objetar las facturas por la ausencia de requisitos 
y soportes se encuentra precluido. Y es que aportar con la demanda de los soportes 
señalados por el recurrente, implicaría que el despacho se apersonara de la 
actividad de glosa o devolución, debiendo realizar el examen de la totalidad de las 
facturas y sus soportes para determinar si existen alguna de las más de trescientas 
causales de glosas contempladas en el manual de glosas y procedimiento, actividad 
ajena al juzgador, y propia del demandado. 
 
Aspecto que fue analizado por el Honorable Tribunal Superior de Bogotá donde 
concluyó que, a las facturas de salud no le son aplicables las normas mercantiles, 
pues estas tienen origen en normas especiales: 
 



“En el caso en estudio, se observa el cobro de unas facturas que dan cuenta de unas 
prestaciones de servicios generados con báculo en el sistema de salud. Luego su 
análisis no surge de los clausulados de la Ley 1231 de 2008 (Factura Cambiaria 
de Venta) sino de las reglas especiales que sobre la materia han sido instituidas 
como son la Ley 715 de 2001 y Decreto 3260 de 2004; Ley 1122 de 2007 y Decreto 
4747 de 2007; y Ley 1438 de 2011, por supuesto, definiendo la norma a emplear según 
corresponda y en atención a la vigencia del instrumento a ejecutar (art. 624 Ley 1564 
de 2012), además que la norma especial prima sobre la general (art. 10 C.C.). 
 
Frente a este aspecto, nótese que los sujetos de la relación jurídica de la Ley 1231 
de 2008, “por la cual se unifica la factura como título valor como mecanismo de 
financiación para el micro, pequeño y mediano empresario, y se dictan otras 
disposiciones”, frente a los involucrados en la prestación de servicios médicos, 
son distintos, lo cual da lugar a no acudir a la disposición mercantil para estas 
situaciones. 
 
En la primera situación, se hace referencia a un comprador o beneficiario y a un 
vendedor o prestador del servicio y a veces se habla de un “obligado”, lo que da cuenta 
que existen solamente dos partes en dicho negocio, esto es, quien contrata y se 
beneficia frente a quien entrega las mercancías, productos o servicios. Ahora, en 
la relación del sector salud, se habla de tres (3) sujetos que la implican, los antes 
mencionados, esto es, el prestador del servicio y el obligado, y uno es ajeno a 
ese acto negocial, el afiliado a la promotora de salud, y persona que recibe el 
servicio y que es distinta al obligado que resulta ser la EPS, Entidad Territorial y 
otro organismo indicado por la Ley. 
 
En la misma línea, tal y como lo refirió el anterior Ministerio de la Protección Social en 
concepto No 64666 de 2008: “Dentro del sistema de seguridad social en salud, 
implementado a raíz de la expedición de la Ley 100 de 1993, la Institución Prestadora 
de Servicios de Salud no está facultada para librar y entregar o remitir al 
beneficiario del servicio en este caso el paciente, la factura de que trata la Ley 
1231 de 2008 en los términos allí definidos. La misma debe ser librada y entregada 
o remitida a la entidad obligada al pago (EPS o Entidad Territorial, entre otros), 
quien es la única que debe aceptarla de manera expresa, precisión que no 
establece la Ley 1231 por cuanto esta aceptación se radica en el beneficiario del 
servicio. 
 
Así las cosas y ante la falta de claridad de la norma frente a los sujetos que participan 
en la relación en el sector salud y con el fin de no generar confusión en dicha relación, 
se debe continuar aplicando las normas que se han expedido específicamente para 
este sector” (resaltado ajeno al texto).”2 

 
Por lo tanto, Interpretando la normatividad citada bajo el principio de efecto útil de 
las normas, se puede establecer que el legislador quiso imponer un término 
perentorio para que entre las IPS y las aseguradoras del ramo SOAT se surtiera el 
debate relativo a la auditoría de los soportes de facturas de venta de servicios de 
salud, con miras a garantizar el pronto y adecuado flujo de recursos en el sector 
salud, y es por ello que la ley advierte expresamente que en ausencia de objeciones 
o glosas, el importe total de las facturas de venta de servicios de salud debe pagarse 
a más tardar dentro de los treinta días siguientes a la factura, so pena de la 
causación de intereses moratorios a favor de la IPS, pues de lo contrario, se 

 
2 Tribunal Superior de Bogotá – Sala Civil. Auto del 19 de junio de 2014, Exp. 2011 00363 01. M.P. 

Dra. Myriam Inés Lizarazu Bitar. 



extendería indefinidamente, ya sea en sede administrativa o judicial, la posibilidad 
de que las aseguradoras se nieguen al pago de los servicios de salud prestados a 
sus afiliados, so pretexto de la formulación de glosas iniciales a la factura, situación 
totalmente contraria al principio de sostenibilidad financiera que informa al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. 
 
Ahora, en cuanto a lo relacionado con la supuesta falta de originalidad de las 
facturas aportadas, manifestamos que es una afirmación falsa, toda vez que, la 
totalidad de las facturas aportadas como título ejecutivo cuentan con la respectiva 
constancia de recibido y/o con la guía de correo certificado que da fe de que las 
mismas fueron efectivamente radicadas ante la entidad demandada, y que fueron 
aportadas mediante mecanismos digitales en la forma reglada por el decreto 806 de 
2020, y que actualmente se encuentran en mi oficina de abogado para ser 
entregadas al despacho en el momento que así lo ordenare. 
 
Y con la simple verificación de la documental podrá verificarse la originalidad de las 
mismas, no obstante encontramos que, la legislación adjetiva civil establece que, 
los documentos aportados al proceso que reúnan los requisitos del artículo 422 del 
Código General del Proceso, se presumirán auténticos hasta tanto la parte contra 
quien se oponen no haya demostrado lo contrario mediante tacha de falsedad, con 
lo cual, las facturas aportadas se presumirán auténticas hasta tanto la ejecutada no 
haya demostrado lo contrario mediante la prosperidad de la tacha e falsedad, 
herramienta jurídica que, no fue utilizada por la apoderada de la pasiva. 
 

Código General del Proceso Artículo 244. Documento auténtico 
 

Es auténtico un documento cuando existe certeza sobre la persona que lo ha 
elaborado, manuscrito, firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien 
se atribuya el documento. 
 
Los documentos públicos y los privados emanados de las partes o de terceros, en 
original o en copia, elaborados, firmados o manuscritos, y los que contengan la 
reproducción de la voz o de la imagen, se presumen auténticos, mientras no hayan sido 
tachados de falso o desconocidos, según el caso. 
 
También se presumirán auténticos los memoriales presentados para que formen parte 
del expediente, incluidas las demandas, sus contestaciones, los que impliquen 
disposición del derecho en litigio y los poderes en caso de sustitución. 
 
Así mismo se presumen auténticos todos los documentos que reúnan los 
requisitos para ser título ejecutivo. 
 
La parte que aporte al proceso un documento, en original o en copia, reconoce con ello 
su autenticidad y no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su 
falsedad. Los documentos en forma de mensaje de datos se presumen auténticos. 
 
Lo dispuesto en este artículo se aplica en todos los procesos y en todas las 
jurisdicciones. 

 
Descendiendo al caso concreto, y de cara a lo expuesto previamente, es claro que 
a la recurrente no le asiste la razón al afirmar que debían allegarse todos y cada 



uno de los soportes de las facturas de venta de servicios de salud, cuando lo cierto 
es que la exigibilidad de cada factura se determina por el vencimiento del término 
con que contaba la ejecutada para la formulación de glosas, o lo que es lo mismo, 
los soportes de las facturas de venta se presentaron ante la aseguradora, de lo cual 
da fe la constancia de radicación de cada factura, y ésta no formuló alguna objeción 
respecto de los mismos dentro del término de ley.  
 

2. FRENTE A LA SUPUESTA CARENCIA DE TÍTULO EJECUTIVO 
PORQUE ES COMPLEJO O COMPUESTO, PERO ESTÁ 
INCOMPLETO. 

 
Se dice en la excepción, que los títulos aportados no reúnen los requisitos para ser 
tenidos como títulos ejecutivos en tanto que supuestamente no prueban el derecho 
reclamado, pues la factura es tan solo uno de los documentos requeridos para la 
reclamación, más no el único, pues esta deberá ir acompañada del formulario de 
reclamación debidamente diligenciado, un medio magnético con una firma digital 
certificada, epicrisis, y los documentos que soportan la historia clínica según sea el 
caso, se afirma además que las facturas fueron debidamente objetadas o devueltas, 
y que adicionalmente los servicios cobrados superan el tope de 800 salarios 
mínimos legales mensuales fijados por la ley para la atención de las personas con 
daños corporales por accidentes de tránsito. 
 
De entrada, quiero resaltar al despacho que, tanto la ausencia de los documentos 
soporte para la reclamación, y el agotamiento del monto asegurado de 800 SMLMV 
constituyen causales de glosa que, la ejecutada debió presentarle a mi prohijada 
dentro del mes siguiente a la radicación de las facturas, si no gloso es porque no 
encontró falencia alguna. 
 
 Otro hecho a resaltar, consiste en que si fuera cierto que como lo asegura la 
apoderada de la pasiva, aquella hubiera presentado las glosas o devoluciones a las 
facturas que están siendo ejecutadas, y la prueba de su supuesta presentación 
estuviera en su poder, las habría aportado al plenario para dar soporte a su 
excepción y en ese sentido fueran valoradas por el señor juzgador, pero señor Juez, 
las pruebas de la efectiva radicación de las glosas y devoluciones brilla por su 
ausencia, pues no fueron aportadas dentro del término otorgado para reponer y 
excepcionar, aún siendo una carga procesal de la ejecutada, quien soporta la carga 
de la prueba que debe ser suficientemente clara y contundente para desvirtuar la 
presunción de legalidad y mérito ejecutivo que la ley le otorga a las facturas de 
salud. 
 
Ahora bien, pese a que ya se explicó en suficiencia en la respuesta a la excepción 
anterior, en la respuesta a la presente reitero que, las facturas que fueron radicadas 
por mi representada en las instalaciones de la demandada sí iban acompañadas de 
la totalidad de los soportes establecidos por la resolución 3047 de 2008 así como el 
artículo 26 del decreto 056 de 2015, por lo tanto al no haber sido objetadas y contar 
con la prueba efectiva de su radicación, reúnen la totalidad de los requisitos por el 
artículo 617 del estatuto tributario, pues cuentan con la denominación de ser 



facturas de venta, con la razón social tanto de la vendedora del servicio como de la 
entidad responsable del pago,  con los números de Nit de una y otra, la numeración 
consecutiva, la razón social del impresor, y cuentan además con el respectivo sello 
de recibido en las instalaciones de la responsable del pago, o en su defecto con la 
respectiva guía de envío de correo certificado, autorizado por el artículo 56 de la ley 
1438 de 2011. 
 

ARTÍCULO 56. PAGOS A LOS PRESTADORES DE SERVICIOS DE SALUD.  
 
(…) 
También se entienden por recibidas las facturas que hayan sido enviadas por 
los prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud a 
través de correo certificado, de acuerdo a lo establecido en la Ley1122 de 2007, 
sin perjuicio del cobro ejecutivo que podrán realizar los prestadores de servicios de 
salud a las Entidades Promotoras de Salud en caso de no cancelación de los 
recursos. 

 

Encontrándose acreditada la recepción de las facturas por parte de SEGUROS DEL 
ESTADO mediante el sello de recibido impuesto por ésta entidad en cada una de 
las facturas, sin que aquella haya demostrado que antes del vencimiento del término 
legal presentó objeciones a las facturas se entiende, según la reiterada 
jurisprudencia que los instrumentos de cobro se hacen exigibles por la totalidad de 
su importe, pues resulta apenas lógico concluir que si dentro del término legal la 
entidad no glosó o devolvió la factura, fue porque estuvo de acuerdo con la totalidad 
de los servicios representados en ella, ello sin que ninguna de las normas 
especiales previstas para el cobro de estos servicios obligue a la E.P.S. a manifestar 
de manera expresa la aceptación del cobro del servicio de salud. 
 

La carga de la prueba recae entonces en la entidad ejecutada, quien para 
exonerarse del pago de la totalidad del importe de cada una de las facturas y de sus 
respectivos intereses moratorios, deberá demostrar mediante prueba documental 
idónea que en los términos indicados en las normas citadas sí formuló glosas u 
objeciones a las facturas, y que éstas fueron comunicadas dentro del término de ley 
a la institución prestadora del servicio de salud, aspecto que en todo caso se 
circunscribe al debate probatorio de la ejecución, mas nada tiene que ver con la 
viabilidad del mandamiento de pago solicitado, habida cuenta que no existe 
consideración fáctica o jurídica que impida que se libre la orden de pago, cuando se 
ha demostrado que las facturas de venta de servicios de salud fueron efectivamente 
recibidas por la entidad ejecutada, y que sobre ellas existe presunción legal de 
aceptación consagrada en las normas especiales reseñadas anteriormente. 
 

La tesis anterior ha sido acogida y reiterada por el Honorable Tribunal Superior de 
Medellín – Sala Laboral, en providencias que han decantado los requisitos que 
deben verificarse para el cobro ejecutivo de las facturas de venta de servicios de 
salud, y cuya ratio decidendi consideramos de importancia capital transcribir: 
 

“… Finalmente, en el caso de los servicios de salud, específicamente para el 
cobro de los servicios prestados por la I.P.S. y E.S.E. a los afiliados de las 
E.P.S. o E.P.S.S. según sea el caso, el legislador y el Ministerio de Protección 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1122_2007.html#1


Social han establecido en la Leyes 100 de 1993, 1122 de 2007 y 1438 de 
2011, así como en los Decreto 723 de 1197, 046 de 2000, 1281 de 2002, 
3260 de 2004 y 4747 de 2007, aspectos específicos relacionados con las 
obligaciones de cada una de las partes en relación con el cobro y pago de 
tales servicios. 

 

Es así como en el caso de las prestaciones atendidas con ocasión de la 
Atención Inicial de Urgencias, se tiene que los costos deben ser pagados por 
las Entidades Promotoras de Salud de cada uno de los regímenes y en 
relación con el mecanismo de cobro se advierte lo siguiente: 

 

- Según el artículo 8 del Decreto 046 de 2000, uno de los requisitos 
esenciales para el pago de los servicios de salud prestador por una IPS a 
una EPS es “que la factura cumpla con las normas establecidas por la 
Dirección de Impuestos Nacionales”, es decir, en el artículo 617 del 
Estatuto Tributario Nacional. 

 

- La factura librada por la IPS debe haber sido presentada a la EPS 
responsable del pago junto con los soportes que el Ministerio de 
Protección Social estipule, sin que se puedan exigir requisitos adicionales. 

 

- Según el inciso final del artículo 56 de la ley 1438 de 2011 “(…) También 
se entienden por recibidas las facturas que hayan sido enviadas por los 
prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud a 
través de correo certificado, de acuerdo con los establecido en la Ley 
1122 de 2007, sin perjuicio del cobro ejecutivo que podrán realizar 
los prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de 
Salud en caso de no cancelación de los recursos. (…)” (Negrillas 
propias del Tribunal) 

 

- En relación con la aceptación de la cuenta, el literal “c” del parágrafo 
1 del artículo 6 del Decreto 3260 de 2004 señala que ello se presenta 
“cuando se hayan vencido los plazos contractuales o legales para 
glosar la cuenta sin que la ARS lo haya hecho; (…)”. 
 

- La EPS puede glosar algunas de las facturas recibidas atendiendo al 
procedimiento señalado en el literal d) del artículo 13 de la Ley 1122 de 
2007 en concordancia con el artículo 57 de la ley 1438 de 2011, 
debiéndose destacar que el incumplimiento en el pago de las facturas 
dentro de los términos establecidos genera intereses de mora (Ley 1122 
de 2007 – Ley 1438 de 2011 – artículo 24 del Decreto 4747 de 2007). 

 
 

Así las cosas, en materia de cobro de facturas de salud por los servicios de 
la prestación inicial de urgencias, prestan mérito ejecutivo los 
documentos que reúnan los siguientes requisitos; i) Que la factura 
cumpla con los requisitos del artículo 617 del Estatuto Tributario 



Nacional, ii) Que exista constancia de haber sido recibida por parte de 
la EPS o que se hayan enviado por correo certificado; iii) que se hayan 
vencido los plazos establecidos en la normatividad vigente para 
cancelarla y/o glosarla.” 

  

(…)  
 

- Ahora bien, es claro que el simple hecho de recibir las facturas no 
significa la aceptación, pero el silencio después de recibirlas si tiene 
como consecuencia su aceptación, tal como lo dispone el literal “c” 
del parágrafo 1 del artículo 6 del Decreto 3260 de 2004. 

 

- Así las cosas, a juicio de la Sala las facturas presentadas por el 
HOSPITAL PABLO TOBÓN URIBE contienen obligaciones claras, 
expresas y exigibles, y cumplen con los requisitos establecidos en el 
artículo 617 del Estatuto Tributario Nacional, pues están denominadas 
expresamente como factura de venta, aparece claro el nombre del 
HOSPITAL GENERAL DE MEDELLÍN LUZ CASTRO DE GUTIERREZ y 
su NIT así como del adquirente de los servicios; el número que 
corresponde a un sistema de numeración consecutiva de facturas de 
venta, la fecha de su expedición, la descripción específica de los servicios 
prestados, el valor total de la operación y el nombre o razón social y el 
NIT del impresor de la factura. 

 

- Se constata además que cada una de las facturas tiene su respectiva 
cuenta de cobro con constancia de recibido por parte de CAPRECOM, 
aspecto que se acepta en el recurso pero centrando su inconformidad en 
el hecho de que ello no significa aceptación; aspecto previamente 
dilucidado. 

 

- La factura objeto de cobro más reciente data del 14 de diciembre de 2007 
y la demanda se presentó el 17 de julio de 2009, fecha para la cual habían 
vencido los plazos consagrados en el literal d) del artículo 13 de la Ley 
1122 de 2007 y el artículo 57 de la Ley 1438 de 2011, dejando clara su 
exigibilidad.” 3 (Subrayas y negrillas propias) 

 

Esta postura fue ampliada y ratificada por esta Corporación mediante providencia 
del 04 de marzo de 2013, cuyas consideraciones fueron las siguientes: 
 

Atendiendo al caso concreto, vale destacar que las facturas relacionadas por 
el HOSPITAL GENERAL en la demanda principal (fls. 77 a 840), cumplen 
con todos los requisitos propios que se exigen para que pueda considerarse 
título ejecutivo, pues se trata de obligaciones claras, expresas y exigibles; 
todas ellas con constancia de recibido por parte de la EPS-S CAPRECOM; y 

 
3 Tribunal Superior de Medellín. Sala Décimo Cuarta de Decisión Laboral. Auto del 16 de marzo de 

2012, expediente 050013105006200900774. M.P. Dra. Ana María Zapata Pérez. 



además, cuentan con todas las exigencias contenidas en el Estatuto 
Tributario. 

 

Ello es así, pues en ellas se evidencia: a) están denominadas expresamente 
como facturas de venta; b) contienen el nombre o razón y el NIT de la 
prestadora del servicio, en este caso el HOSPITAL GENERAL DE MEDELLÍN 
“LUZ CASTRO DE GUTIERREZ” EMPRESA SOCIAL DEL ESTADO; c) 
contiene igualmente el nombre o razón social y NIT del adquirente del 
servicio, que lo es la EPS-S CAPRECOM; d) cada una de las facturas lleva 
un número con un sistema de numeración consecutivo de facturas de venta; 
e) todas ellas tiene su fecha de expedición claramente identificada; f) los 
servicios que se cobran están descritos de manera específica; g) el valor total 
de la operación aparece inscrito como “valor a pagar”: h) contienen el nombre 
y NIT del impresor de la factura; y finalmente, i) se especifica que es una 
entidad sin ánimo de lucro no contribuyente del impuesto de renta. 

 

Se advierte además, que en cumplimiento de lo ordenado en el Estatuto 
Tributario, la denominación de “factura de venta”, el nombre o razón social y 
NIT del prestador del servicio, el sistema de numeración de cada una de las 
facturas y el nombre y NIT de su impresor, se encuentran previamente 
impresos a través de medios litográficos o tipográficos. 

 

Con relación a los soportes que según la entidad ejecutada no contienen las 
facturas que se presentan como título ejecutivo, es decir, los señalados por 
el decreto 4747 de 2007 y la Resolución N° 003047 de 2008 del Ministerio de 
la Protección Social, esta Sala considera que se trata exigencias que no son 
indispensables para el cobro por la vía ejecutiva que hoy se pretende, por el 
contrario, considera que son requisitos propios dentro del trámite 
administrativo entre las propias entidades. 

 

Si bien es cierto el simple hecho de recibir la documentación y contener 
las cuentas de cobro el sello de recibido por parte de la entidad no 
significa que se estén aceptando las facturas, también lo es que la 
entidad, en este caso CAPRECOM, dentro del término que le concede la 
ley no presentó las glosas ni procedió a realizar las devoluciones que 
considerara pertinentes según el análisis que de cada de ellas hiciera. 

 

La ley 1438 de 2011 les da un plazo de 20 días a las entidades pagadoras 
para que le formulen y comuniquen a las entidades prestadoras de 
servicios de salud las glosas a cada una de las facturas que fueron 
presentadas, lo que da a entender que es este el mecanismo idóneo 
para controvertir el no cumplimiento de todos los requisitos exigidos, 
pues de lo contrario, al guardar silencio, en los términos del literal “C” 
del parágrafo 1° del artículo 6° del decreto 3260 de 2004, se entenderá 
la aceptación de las facturas. 

 

Con ello se desvirtúa el argumento de la EPS CAPRECOM según el cual, 
las facturas no han sido aceptadas porque la entidad debe auditarlas y 



verificar que realmente los servicios cobrados sí hayan sido prestados 
y sí correspondan a servicios de urgencias, pues precisamente para eso 
cuentan con la posibilidad de las glosas por inconformidad parcial, o 
simplemente devolverlas por inconformidad total con la factura que se 
presenta, de modo que al no decir nada al respecto, se reitera, se 
entiende que han sido aceptadas. 

 

En conclusión, la Sala considera que las facturas presentadas como base 
para el cobro por medio de la presente demanda, cumplen con todos los 
requisitos legales para ser consideradas títulos ejecutivos, los cuales si bien 
constituyen un título ejecutivo complejo, no es indispensable para acudir al 
aparato Jurisdiccional que contengan soportes como la hoja de 
administración de documentos, el resultado de los exámenes de apoyo 
diagnóstico o la hoja de atención de urgencias, pues se trata de soportes 
cuya verificación exclusivamente corresponde a la entidad pagadora. Es 
suficiente entonces, que se presenten las facturas en los términos descritos 
con la constancia de haber sido recibidas por la entidad pagadora, pues de 
esta manera se entiende que ante ella se presentaron aquellos soportes.4 

 

Respecto de la aceptación de las facturas conforme a las normas especiales, la 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, en sentencia de fecha 21 de agosto de 2017 
bajo el radicado No. 11001023000020170017200 el Magistrado Ponente José 
Francisco Acuña Vizcaya, se pronunció al respecto en los siguientes términos: 
 

“(…) En otras palabras, el empleo de, facturas no torna la relación ajena a la 
relación de seguridad social, máxime cuando dichos instrumentos, no son los 
únicos utilizados y sobre todo porque dada la especial reglamentación en la 
materia, los mismos quedan desprovistos de cualquier merito cambiario, en 
caso de haberse elaborado como título valor, y no como la simple factura 
tributaria, pues la normativa particular establece requisitos totalmente ajenos 
al estatuto comercial  que  se  ocupan  de  los  anexos,  términos  de 
presentación, glosas y condiciones de pago, todos vinculados a la dinámica 
autentica del SGSSS. 

 

Ciertamente, en dicho escenario, por regla general, la factura cumple una 
función diferente a la prevista para los títulos valores, teniendo previsiones 
diferenciales a las del Código de Comercio, en aspectos capitales como los 
sujetos intervinientes en su   perfeccionamiento,   requisitos   de exigibilidad 
y pautas sobre la oportunidad para la obtención del pago. 

 

Lo visto por cuanto es sentida la necesidad de someter los distintos actos al 
cumplimiento de los fines del sistema y equilibrar las tensiones existentes 
entre el imperativo de salvaguardar la recta destinación de los recursos y el 
deber de garantizar un flujo eficiente y adecuado de los mismos que permita  
el  correcto  funcionamiento  de  los  agentes,  en particular de las IPS, 

 
4 Tribunal Superior de Medellín. Sala Primera de Decisión Laboral. Auto del 4 de marzo de 2013, 
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quienes de forma directa atienden las contingencias  que  pretende   cubrir  
toda  la  estructura organizacional (ver Decreto 1281 de 2002 y artículos 13 
de la Ley 1122 de 2007 y 111 del Decreto Nacional 019 de 2012 y demás 
disposiciones concordantes y complementarias). 

 

4.2.  Se  resalta  que  la naturaleza y  diseño  de  las instituciones, relaciones 
y prestaciones propias del SGSSS, mas allá de la notable participación 
privada, riñen con los elementos sustanciales que definen los títulos valores 
en general y la factura cambiaria o simplemente factura en particular; ello, 
tanto antes como después de la reforma introducida por la Ley 1231 de 2008, 
Por la cual se unifica la factura como título valor como mecanismo de 
financiación para el micro, pequeño y mediano empresario, y se dictan otras 
disposiciones». 

 

Sin lugar a dudas el tratamiento dado a las facturas por el derecho de la 
seguridad social, desdice de los principios de literalidad, autonomía, 
incorporación y legitimación  que informan a los títulos valores en general 
(art. 619 del C.Co.), siendo para ello suficiente, destacar que tal normativa 
del sector  salud  impide predicar que  documentos  como los aducidos por la 
demandante puedan legitimar el ejercicio de un derecho literal y autónomo 
incorporado en los mismos. 

 

Las versiones del artículo 772 del Código de Comercio, relativas a la 
definición de factura como título valor, aluden a que dicho instrumento es 
aquel que el vendedor (ahora también prestador del  servicio)  puede librar, 
entregar o remitir al comprador (o  beneficiario  del  servicio);  dicha 
bilateralidad  consustancial  de  la  relación  cartular  que dimana de la factura 
es manifiestamente impropia en el escenario  del  sector   salud,   donde  los 
adquirentes  y beneficiarios de los bienes y servicios son personas diferentes 
a las destinatarias de las facturas y por ende obligadas a su pago. 

 

Luego, la factura como título valor debe provenir de una relación contractual 
subyacente entre vendedor-prestador y comprador-beneficiario, lo cual no se 
compadece con las relaciones del sector salud, donde la estructura es de tipo 
tripartito,  y  en  varios  de  los  supuestos,  absolutamente desprovista de 
vínculo contractual, como se evidencia en los casos de atención de 
urgencias. 

 

4.3. En definitiva la factura de que trata la regulación en salud, esta despojada 
de cualquier merito ejecutivo como título valor, al igual que como título  
ejecutivo si se le considera  de  manera  aislada  de  los  condicionamientos 
legales especiales del sector ya referenciados (…)” 

 
Si bien en algunos casos de ejecuciones por facturas de salud se habla de títulos 
complejos, es porque en tratándose de servicios hospitalarios o ambulatorios 
diferentes a los servicios de urgencias, el título ejecutivo se encuentra conformado 
por las facturas de compraventa, junto con el contrato o acuerdo de voluntades 



suscrito por las partes, no obstante, cuando se trata de servicios de urgencias como 
en el caso de las atenciones a pacientes con daños corporales ocasionados en 
accidentes de tránsitos, su prestación no requiera ni de la existencia de un contrato 
ni de una orden previa, razón por la cual para este caso el título estará conformado 
únicamente por la factura cambiaria de compraventa y la prueba de su radicación 
ante la entidad responsable de pago, prueba que está representada en un sello 
impuesto por la ejecutada en el cuerpo de la misma factura, luego nos encontramos 
frente a un título ejecutivo de naturaleza simple, y no complejo como de manera 
errada lo asevera la recurrente. Nos encontramos frente a un título ejecutivo que 
contiene obligaciones claras, porque se encuentra definido el sujeto deudor, 
SEGUROS DEL ESTADO, que conforme a lo dispuesto en las normas citadas, debe 
cancelar los servicios de salud, prestados a sus asegurados, en cumplimiento de 
las imposiciones legales y contractuales, y el acreedor  MEDIFACA IPS S.A.S., que 
conforme a lo dispuesto en las normas referidas, tiene el derecho a recibir el pago 
de los servicios de salud prestados como consecuencia de la imposición legal; 
expresas, porque en los documentos se encuentra claramente establecido el 
servicio prestado y su valor; y actualmente exigibles, por cuanto los plazos legales, 
se encuentran más que vencidos, de pagar sumas líquidas de dinero a favor de mi 
poderdante, razón ésta por la que prestan mérito ejecutivo al tenor de lo dispuesto 
en el artículo 422 del C.G.P. 
 
La Corte Suprema de Justicia se pronunció mediante providencia STL14963-2016 
del 5 de octubre del 2016, advirtiendo que los requisitos de las facturas de venta de 
servicios de salud deben observarse en las normas especiales instituidas para el 
flujo de recursos del sector salud, a la luz de las cuales esta clase de documentos 
se constituyen en un título ejecutivo, y se encuentran sustraídas de la normatividad 
comercial: 
 

“Al respecto debe recordarse que, el pago de facturas por servicios de salud, se 
encuentra regulado por la Ley 1112 de 2007, disposición que en su artículo 13 literal 
d), precisó: 
 
“d) Las Entidades Promotoras de Salud EPS de ambos regímenes, pagarán los 
servicios a los Prestadores de Servicios de salud habilitados, mes anticipado en un 
100% si los contratos son por capitación. Si fuesen por otra modalidad, como pago por 
evento, global prospectivo o grupo diagnóstico se hará como mínimo un pago 
anticipado del 50% del valor de la factura, dentro de los cinco días posteriores a su 
presentación. En caso de no presentarse objeción o glosa alguna, el saldo se pagará 
dentro de los treinta días (30) siguientes a la presentación de la factura, siempre y 
cuando haya recibido los recursos del ente territorial en el caso del régimen subsidiado. 
De lo contrario, pagará dentro de los quince (15) días posteriores a la recepción del 
pago. El Ministerio de la Protección Social reglamentará lo referente a la contratación 
por capitación, a la forma y los tiempos de presentación, recepción, remisión y revisión 
de facturas, glosas y respuesta a glosas y pagos e intereses de mora, asegurando que 
aquellas facturas que presenten glosas queden canceladas dentro de los 60 días 
posteriores a la presentación de la factura» 
 
De otra parte, la Ley 1438 de 2011 en el inciso 5.º de su artículo 56, sobre el pago a 
los prestadores de servicios de salud dijo:  
 



« (…) También se entienden por recibidas las facturas que hayan sido enviadas por los 
prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud a través de 
correo certificado, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1122 de 2007, sin perjuicio del 
cobro ejecutivo que podrán realizar los prestadores de servicios de salud a las 
Entidades Promotoras de Salud en caso de no cancelación de los recursos.» 
 
De lo anterior, concluye la Sala que los requisitos para el cobro de facturas por 
prestación de servicios de salud se rigen por normativas especiales, las que a su vez 
establecen la forma en que los pagos respectivos deben efectuarse, estableciendo 
términos para la generación de glosas, devoluciones y respuestas. 
 
 Ahora bien, en el sub examine, si bien las documentales (facturas) a las que aludió en 
su decisión el Juez plural no tienen la aceptación expresa por quien es el obligado al 
pago, tal exigencia no está contemplada en la norma especial que regula la 
materia , tan es así que entre las modificaciones que introdujo la Ley 1438 de 
2011-Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y se dictan otras disposiciones-, se encuentra aquella que señala que, las 
facturas también podrán ser enviadas por correo certificado, sin perjuicio del 
cobro ejecutivo que podrán realizar los prestadores de servicios de salud a las 
Entidades Promotoras de Salud en caso de no cancelación de los recursos.  
 
Así las cosas, en el presente asunto nos encontramos frente la existencia de un 
título ejecutivo complejo y no ante un título valor que deba cumplir con las 
exigencias del código de comercio para las facturas de cambio tal y como lo 
consideró el Juez de primer grado, pues, se itera, existe una normatividad 
especial y con fundamento en ella es como debe estudiarse los requisitos del 
título ejecutivo.”5 (Se subraya y resalta). 

 

En conclusión, teniendo como norte la línea jurisprudencial referida y los 
argumentos expuestos con antelación, surge como corolario la improcedencia de 
las exigencias planteadas por el recurrente frente a los documentos base de la 
ejecución, pues queda establecido que el titulo ejecutivo presentado cumple con la 
totalidad de los requisitos exigidos al tenor de los dispuesto en el artículo 422 del 
C.G. del P., motivo por el cual solicito respetuosamente se MANTENGA la 
providencia recurrida. 
 
En conclusión tenemos que las facturas aportadas, reúnen la totalidad de los 
requisitos establecidos en la legislación para las facturas de salud, y es por esta 
razón que han sido presentadas como documentos demostrativos de la efectiva 
prestación de un servicio y no como títulos valores de los cuales se pueda derivar 
la acción cambiaria de compraventa como de manera equivocada lo la expuesto la 
apoderada de la pasiva, razón por lo cual solicito que se despache 
desfavorablemente la presente excepción. 
 

3. FRENTE A LA SUPUESTA AUSENCIA DE REQUISITOS PARA 
CONFORMAR EL TITULO VALOR COMPLEJO 

 

 
5 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral. Providencia del 5 de octubre del 2017, STL14963-2016 

(68911). M.P. Dr. JORGE LUIS QUIROZ ALEMÁN. 



Sin perjuicio de lo expuesto, resulta improcedente  exigir los soportes de las facturas 
de venta de servicios de salud para efectos de que el titulo sea un título ejecutivo 
complejo. 
 
Lo anterior y tal como se ha venido manifestando la obligación contenida en cada 
factura del presente proceso es clara, expresa y actualmente exigible, en la medida 
en que el título ejecutivo complejo se constituye únicamente cuando hay una 
pluralidad de documentos que conforman una unidad jurídica, es decir, que la 
existencia de los requisitos exigidos por el artículo 422 del C.G. del P., solo se 
pueden determinar con ocasión de la unión (jurídica) de dichos documentos. 
 
Sobre la distinción entre el título ejecutivo simple y el complejo, el tratadista Ramiro 
Bejarano Guzmán, anota que: 
 
“… el título ejecutivo puede constar en un solo documento o en varios, pues su 
unidad no es física sino jurídica. Es decir, el título ejecutivo puede ser singular o 
simple, si todos sus requisitos constan en un único documento, como ocurre en los 
casos de una letra, un pagaré o un cheque impagado; pero será plural, compuesto 
o complejo, si para que brote la obligación expresa, clara y exigible a cargo del 
deudor, se requieren varios documentos, como cuando el acreedor que ha cumplido 
con lo pactado en una promesa de compraventa de un inmueble demanda 
ejecutivamente al deudor para que suscriba la escritura pública respectiva, en cuyo 
caso ha de acompañar a la demanda tanto el contrato, como la prueba de que 
compareció a la notaría en la fecha y hora en la que estaba obligado a hacerlo”  (Se 
subraya y resalta) 
 
En el mismo sentido, el profesor Jaime Azula Camacho, al referirse al título ejecutivo 
complejo, anota que “el título puede constar en documentos, esto es, en una 
pluralidad de ellos, siempre que todos integren lo que se denomina unidad jurídica, 
vale decir, que se refieran a una misma obligación”.   
 
Así mismo, el tratadista Hernán Fabio López Blanco, al analizar el concepto de 
unidad jurídica del título ejecutivo mencionado previamente, efectúa un acertado 
análisis del siguiente tenor: 
 
“El concepto de unidad del documento en el cual consta el título ejecutivo dio lugar 
a encendidas polémicas durante la vigencia del Código derogado pues se creía que 
al denominarse “título ejecutivo” debería ser un documento escrito único, criterio 
simplista y revaluado, porque hoy se acepta que dicha unidad es jurídica y no física. 
Pueden existir títulos ejecutivos simples – los que constan en un solo documento, 
como una letra o un pagaré -, pero nada impide que el título ejecutivo esté integrado 
por varios que en su conjunto muestran la existencia de la obligación con las 
características previstas en el artículo 488 del C. de P.C. , que permiten adelantar 
el proceso de ejecución, pues lo que cuenta es que del escrito o del conjunto de 
documentos complementarios surja una obligación clara, expresa y exigible”.  
 



Como se observa, el común denominador de los títulos ejecutivos complejos, es 
que la pluralidad de documentos determine inexorablemente la existencia de los 
requisitos formales exigidos por el artículo 422 del C. G. del P., o lo que es lo mismo, 
que en ausencia de alguno de ellos sea imposible determinar la existencia de una 
obligación clara, expresa, actualmente exigible, y proveniente del deudor, caso en 
el cual nos hallamos frente al concepto de unidad jurídica del título. 
 
Bajo esta premisa, y descendiendo al caso sub examine, salta a la vista que, los 
soportes de las facturas no son indispensables o necesarios en modo alguno para 
poder determinar si las facturas mismas contienen una obligación clara, expresa, 
exigible, y proveniente del deudor, aspectos todos que se derivan del texto mismo 
de estos documentos, sin que sea menester acudir a los soportes echados de 
menos por el recurrente para determinar la existencia de las características 
antedichas. 
 
El artículo 422 del C.G. del P. determina que “Pueden demandarse ejecutivamente 
las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que 
provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él” 
aspectos formales que se derivan todos del texto mismo del contrato suscrito entre 
las partes y las facturas de venta de servicios de salud presentadas ante la 
ejecutada con ocasión del contrato, bajo las siguientes consideraciones: 
 
a. LA OBLIGACIÓN ES CLARA, como quiera que se determina en la misma ley, 
aplicable a la conducta que debía observar el deudor, (una obligación de dar sumas 
de dinero), sin que se requiera acudir a los soportes de las facturas de venta de 
servicios de salud para determinar cuál era la conducta que debía asumir el 
ejecutado, que en este caso era la de pagar una suma líquida de dinero en caso de 
no presentarse glosas, o en su defecto glosar las facturas dentro del término 
previsto en la ley. 
 
b. LA OBLIGACIÓN ES EXPRESA, toda vez que el quantum de la obligación 
se encuentra perfectamente determinado en cuerpo mismo de las facturas de venta 
de servicios de salud, lo cual da cuenta que la obligación no es implícita, subjetiva 
o indeterminada, sino que surge evidente. En este punto es de importancia capital 
advertir que los soportes de las facturas de venta de servicios de salud no son 
necesarios para determinar el valor de la obligación, siendo que éste se encuentra 
determinado en el cuerpo mismo de cada factura, acompañado de una descripción 
del servicio de salud facturado, su valor unitario y su valor total. 
 
c. LA OBLIGACIÓN ES ACTUALMENTE EXIGIBLE, en la medida en que el 
plazo para el pago de cada una de las facturas se encuentra más que vencido. En 
efecto, mi representada acreditó que la demandada recibió todas y cada una de las 
facturas, en las fechas indicadas en la demanda, y el plazo para el pago de las 
obligaciones ya se encuentra vencido conforme a lo dispuesto en el artículo 13, 
literal d) de la ley 1122 del 2007, aunado a lo cual el pago de las facturas no se 
encuentra sometido a plazo o condición diferente a la contenida en la misma ley, 
aplicable por remisión expresa del contrato. Es evidente que los soportes de las 



facturas de venta de servicios de salud no son necesarios para determinar la 
exigibilidad de las obligaciones ejecutadas. 
 
d. LA OBLIGACIÓN PROVIENE DEL DEUDOR, dado que la misma entidad 
ejecutada acredito la recepción de las facturas al imponer sello de recibido en los 
documentos junto con la fecha de su recepción,  los que se presumen auténticos 
salvo que sean tachados o desconocidos, de donde surge palmario que los 
documentos aportados reúnen per se los requisitos exigidos por el artículo 422 del 
Código General del Proceso, sin necesidad de acudir a los soportes de las facturas 
exigidos por el despacho en el auto recurrido. 
 
 Del análisis expuesto, se colige sin lugar a dubitaciones que los soportes de las 
facturas de venta de servicios de salud, no son documentos que conformen una 
unidad jurídica inescindible con las facturas de venta de servicios de salud, como 
quiera que, conforme a lo expuesto, el título ejecutivo es complejo única y 
exclusivamente cuando la pluralidad de documentos es requisito inexorable para 
constatar que la obligación sea clara, expresa, actualmente exigible, y proveniente 
del deudor, aspectos todos reunidos en los documentos aportados junto con la 
demanda como título ejecutivo. 
 
Ahora bien, si el demandado considera que en su oportunidad los soportes de las 
facturas de venta de servicios de salud no se aportaron o tuvieron alguna 
inconsistencia, se reitera que deberá demostrarlo, principalmente acreditando que 
formuló glosas a las facturas, pero esto nada tiene que ver con los requisitos 
formales del título ejecutivo y por contera la supuesta ausencia de soportes de las 
facturas no tiene relación alguna con la procedencia de la orden de pago. 
 

4. FRENTE A LA EXCEPCION DENOMINADA LAS FACTURAS SON 
INEXIGIBLES. 

 
 
La entidad ejecutada fundamenta su excepción en que las facturas aportadas como 
base de la presente acción, no prestan mérito ejecutivo, por cuanto están sujetas a 
debate respecto de varios puntos concretos propios de la reclamación y, a su vez, 
la glosa u objeción. 
 
Hace referencia la recurrente a que el régimen de objeciones previsto en el artículo 
1053 del Código de Comercio y en las leyes 1122 de 2007 y 1438 de 2011, decretos 
3990 de 2007, 4747 de 2007, 056 de 2015 y 780 de 2016, impiden la ejecutabilidad 
de las facturas, excepción cuyo sustento probatorio también es ausente, pues de 
nuevo se omitió aportar un solo documento que acredite que la entidad ejecutada 
radicó ante la institución prestadora del servicio de salud las glosas referidas, dentro 
del término previsto en el artículo 6 del decreto 3990 de 2007. 
 
En efecto, la norma señalada prevé el trámite que se inicia con la radicación de las 
facturas de venta de servicios de salud ante la entidad responsable de su pago, y 



que la misma contará con el término de un mes para presentar objeciones o glosas 
a la reclamación.  
 
La norma señalada le impone dos obligaciones a la entidad responsable del pago, 
para el caso SEGUROS DE VIDA DEL ESTADO., si desea presentar glosas a las 
facturas radicadas por el prestador del servicio: la primera de ellas es FORMULAR 
y COMUNICAR al prestador del servicio, las glosas a cada factura. Ello significa, 
que la formulación de glosa a una factura indefectiblemente debe hacerse a través 
de su comunicación al prestador del servicio, es decir, la glosa debe ser una 
comunicación formal radicada ante la institución prestadora del servicio de salud. 
 
La segunda de las obligaciones que debe cumplir la aseguradora de SOAT para la 
efectiva formulación de glosas es que esta comunicación se efectúe dentro del mes 
siguiente a la radicación de la factura, lo cual significa por supuesto, que esta 
comunicación tiene un límite temporal, al término del cual no será procedente 
formular glosa a la factura. 
 
Dicho lo anterior, y descendiendo al caso concreto, tenemos que, si la entidad 
ejecutada pretende excepcionar que existen glosas a las facturas aquí ejecutadas, 
debe demostrar, i) que existe comunicación formal remitida a la entidad ejecutante, 
que contiene la respectiva formulación de la glosa, y ii) que dicha comunicación fue 
radicada ante la ejecutante dentro del mes siguiente a la radicación de las facturas 
que alega se encuentran glosadas.  
 
Así las cosas, de nuevo observamos que la excepcionante no acude a demostrar 
ninguna de las circunstancias antes descritas, pues de las supuestas glosas, no se 
allegó ni una sola prueba documental consistente en radicación de glosa ante la 
entidad ejecutante, de lo cual solo puede surgir como consecuencia la 
improsperidad de la excepción planteada, pues solo con la prueba documental de 
la radicación de glosa ante la IPS, la ejecutada puede acreditar que dio 
cumplimiento al trámite dispuesto en el artículo 6 del decreto 3990 de 2007. 
 
Como el anterior trámite no se cumplió, al vencer en silencio el término para formular 
glosas u objeciones a las facturas, éstas han cobrado firmeza por la totalidad de su 
importe, razón por la cual mi representada se vio facultada para iniciar la presente 
acción ejecutiva, por así disponerlo el inciso final del artículo 56 ibídem: 
 

También se entienden por recibidas las facturas que hayan sido enviadas por 
los prestadores de servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud a 
través de correo certificado, de acuerdo a lo establecido en la Ley 1122 de 2007, 
sin perjuicio del cobro ejecutivo que podrán realizar los prestadores de 
servicios de salud a las Entidades Promotoras de Salud en caso de no 
cancelación de los recursos. (Se subraya y resalta. 
 

En virtud de lo expuesto, solicito respetuosamente se niegue la prosperidad de la 
excepción planteada por la entidad ejecutada, al no existir prueba idónea sobre la 
existencia de las glosas alegadas por la entidad ejecutada. 



5. A LA EXCEPCION DENOMINADA NO SON LOS TITULOS 
ORIGINALES. 

 
Aduce la apoderada de la demandada que no se aportaron los Títulos Ejecutivos, 
pues bien, frente a esto cabe recordar, que por motivo de la Emergencia sanitaria 
Decretada por el Gobierno Nacional, y consecuencia de esto, se expidió el Decreto 
806 de 2020 mediante el cual  “se adoptan medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, 
agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de 
justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica” y en 
razón de este el Consejo Superior de la Judicatura habilita plataformas digitales 
para la presentación de Demandas de la Jurisdicción Ordinaria entre esas la que 
nos compete en este momento.  
 
Por este motivo, en principio se dio presentación a la demanda de forma digital, 
aportando los títulos valores de manera Escaneados de los ejemplares originales. 
El despacho aún no ha requerido para que los mismos sean presentados de forma 
original y física. Ante la presentación de la Reforma de la demanda, es de expresar 
que el suscrito y mi poderdante harán allegar los mismos de manera original cuando 
así lo requiera el despacho.  
 
Invito a la Apoderada para que realice un análisis de la situación actual que se pasa 
por motivo de una PANDEMIA MUNDIAL y que en garantías de la prestación del 
servicio de justicia se han implementado las nuevas tecnologías sin que estas 
afecten la exigibilidad de los títulos valores aquí discutidos.  
 
Por lo demás, si la ejecutada consideraba que los títulos aportados en medio digital 
son falsos o están alterados debió presentar dentro del término de traslado de la 
demanda la correspondiente tacha de falsedad. 

 
 

OBSERVACION SOBRE LAS PRUEBAS 
 
Quiero llamar la atención del despacho sobre el hecho que, si bien la ejecutada 
aportó con su escrito un gran número de documentos que, revisados advertimos 
que se trata de algunos pronunciamientos de operadores judiciales, no solicitó que 
fueran tenidas como pruebas, así como tampoco aportó siendo su obligación y su 
carga absolutamente ninguna prueba de las supuestas glosas y objeciones que 
aseguró haber presentado, lo que de entrada nos pone frente a unas excepciones 
carentes de fundamento probatorio que, deberán ser denegadas en su totalidad 
pues no pasan de ser solo argumento y acusaciones sin fuerza demostrativa alguna.  
 
 

SOLICITUD 
 



Por lo expuesto, solicito respetuosamente se deniegue el recurso de reposición 
interpuesto y en su lugar se mantenga incólume el auto de por medio del cual el 
Despacho admitió reforma de la demanda en el proceso citado en la referencia. 
 
Del Señor Juez,  
 
 
 

 
MILLER AUGUSTO VARGAS ZAMORA 
C. C. No. 7.710.293  de Neiva 
T. P. No. 149.590 del C. S. de la J 
 



JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D.C., doce (12) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

 
REF.: 11001310301120210000700  

 
En atención al informe secretarial y a lo dispuesto en proveído del nueve de 

julio pasado, téngase en cuenta para todos los efectos procesales 

pertinentes, que Seguros del Estado S.A., dentro del término de ejecutoria 

del auto que libró mandamiento de pago reformado, interpuso recurso de 

reposición contra la citada decisión. 

 

Así mismo, en aplicación de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 9° del 

Decreto 806 de 2020, téngase en cuenta que el respectivo traslado ya se 

surtió, y la parte actora descorrió la impugnación planteada dentro del plazo 

estipulado en dicha norma.  

 

En firme esta providencia, por Secretaría ingrésese el expediente 

nuevamente al Despacho para resolver sobre la reposición.  

 

      NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza  

 

 
JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá, D. C. 
 
NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La 
providencia anterior es notificada por 
anotación en ESTADO N° 118 hoy 13 de 
agosto de 2021. 

 
LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ 

 Secretario  

JASS 11-2021-007  



































































REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D.C., doce (12) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

REF.: Exp. 11001310301120210003000  
CLASE: Verbal   
DEMANDANTE: Blanca Lilia Cruz Suárez.    
DEMANDADO: Jorge Armando Suárez González.    

 

I. ASUNTO 

 

Se pronuncia el Despacho sobre el recurso de reposición y, en subsidio de 

apelación, interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandada contra 

el auto proferido el 26 de mayo de 2021, mediante el cual esta sede judicial tuvo 

por notificado a este extremo judicial por aviso, y determinó que, dentro del 

término legal concedido, permaneció silente.  

 

II. SUSTENTO DEL RECURSO 

 

1. En síntesis, expone el inconforme que, (i) la parte demandante solo entregó 

la notificación del artículo 292 del CGP, mas no allegó las copias cotejadas y no 

se sabe qué pretende el abogado de la parte demandada, por lo que  se iniciara 

denuncia penal por el delito de fraude procesal; (ii) le solicitó al despacho copia 

de la demanda y sus anexos, sin embargo, no se le corre traslado, 

reconociéndole personería; y (iii) la notificación no reúne los requisitos exigidos 

en los artículos 7 y 8º del Decreto 806 de 2020.  

 

2. Dentro del término de traslado, la parte demandante indicó que el apoderado 

de la parte demandada, por fuera del término concedido, le envió un correo muy 

diferente a lo ordenado en auto del 16 de mayo del presente año, toda vez que 

lo remitido se refiere a una solicitud de copia de la demanda, pero no del traslado 

del recurso, con lo cual, “trata de confundir a su despacho haciendo entre ver 

que me corrió traslado, de lo cual me permito adjuntar las pruebas pertinentes”.  



Expediente N° 11001310301120210003000 
 

2 

 

 

En relación con el recurso de reposición, concretamente señaló que desconoce 

el correo electrónico del demandado, por ende, no se le pudo enviar la demanda 

vía correo electrónico tal y como lo estipula el Decreto 806 de 2020, razón por 

la que procedió a enviar las citaciones de los artículos 291 y 292 del C.G.P; 

además, mediante memorial radicado el 27 de abril de esta calenda, manifestó 

el apoderado de la parte demandada que se notifica estando dentro del término 

legal y solicitó copia de la demanda y sus anexos.  

 

3. El juzgado, en aras de clarificar la situación en torno a la notificación 

efectuada al demandado, mediante auto del 21 de julio de 2021, requirió a la 

parte actora que allegará copia cotejada de la documental enviada con el aviso.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. De entrada es del caso indicar que el recurso de reposición tiene como fin, 

que el funcionario judicial reexamine los fundamentos que sirvieron de base a 

la decisión impugnada, con el objeto de que corrija los errores cometidos, si en 

ello se incurrió, para lo cual el recurrente tiene la carga de refutar los argumentos 

de la providencia, mediante la presentación de razonamientos precisos y claros 

que conduzcan a revocarla o reformarla, tal como se contempla en el artículo 

318 del C.G.P. 

 

2. Descendiendo al caso sub judice se advierte que el auto cuestionado habrá 

de mantenerse, toda vez que, de la revisión de las diligencias aquí surtidas, 

encuentra el Despacho que no le asiste razón a la pasiva en su réplica. 

 

El artículo 292 del estatuto procesal general, prevé que “Cuando no se pueda 

hacer la notificación personal del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento ejecutivo al demandado, o la del auto que ordena citar a un 

tercero, o la de cualquiera otra providencia que se debe realizar personalmente, 

se hará por medio de aviso que deberá expresar su fecha y la de la providencia 

que se notifica, el juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de 

las partes y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 

finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino. […] 
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Cuando se trate de auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo, el 

aviso deberá ir acompañado de copia informal de la providencia que se notifica. 

[…] El aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a través de 

servicio postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la 

comunicación a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior. […] La empresa 

de servicio postal autorizado expedirá constancia de haber sido entregado el 

aviso en la respectiva dirección, la cual se incorporará al expediente, junto con 

la copia del aviso debidamente cotejada y sellada. En lo pertinente se aplicará 

lo previsto en el artículo anterior. [subraya nuestra].  

 

Se advierte que el canon normativo en cita establece una presunción legal, es 

decir, que admite prueba en contrario, pues, como lo ha admitido la 

jurisprudencia, a favor de quien opera la presunción desplaza la carga de la 

prueba en cabeza de su adversario, quien deberá entonces aportar todos los 

medios a su alcance para desvirtuarla.  

 

En efecto, se allegó documental por parte del apoderado judicial que representa 

a la parte demandante, en la que se verifica la entrega de la citación a 

notificación personal a que alude el artículo 291 del C.G.P., con su respectiva 

constancia de envió y “se confirma que el destinatario vive o labora en este 

lugar”, el 13 de marzo de 2021 a las 17:01:00, así como aviso en los términos 

del artículo 292 ibídem, con la misma constancia, pero de fecha 8 de abril de 

2021 a las 10:48 a.m., de igual forma, se adjuntó copia cotejada del auto 

admisorio, de la demanda y de todos sus anexos.  

 

Al contrario de lo anotado, no se acreditó en el sub examine que la dirección a 

la cual fue enviada no pertenezca al demandado, quien afirmó que sí recibió el 

aviso, asimismo, que no se le haya enviado la totalidad de las copias previstas 

por las normas en cita; además, se le hizo la advertencia que disponía de tres 

(3) días para retirar las copias, tal como lo dispone el artículo 91 del estatuto 

general del proceso, los cuales, una vez vencidos, permitía que los términos de 

traslado se empezarán a contabilizar.   

 

3. En ese orden de ideas, y como quiera que el recurrente, no logra desvirtuar 

la presunción de que las notificaciones de que tratan los artículos 291 y 292 del 
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C.G.P., remitidas a la dirección aportada en su oportunidad, junto con las copias 

de la demanda, sus anexos y la decisión a notificar no se hayan recibido, se 

mantendrá el auto atacado.  

 

4. En relación con el recurso de apelación que, en forma subsidiaria, fuere 

interpuesto por la parte inconforme, se denegará, tomando en consideración 

que el auto impugnado no es susceptible de dicho medio de censura, esto es, 

no se encuentra enlistado en el artículo 321 del C.G.P. o norma de carácter 

especial que lo autorice. 

IV. DECISIÓN 

 

Por lo anteriormente expuesto, el JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO de 

Bogotá D.C. 

RESUELVE 

 

PRIMERO: MANTENER INCÓLUME la providencia recurrida adiada 26 de 

mayo de 2021, conforme las razones consignadas en este auto.   

 

SEGUNDO: DENEGAR, por improcedente, la alzada que en forma subsidiaria 

fuera interpuesta por el recurrente.  

 

NOTIFÍQUESE,  

 

 

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior 
es notificada por anotación en ESTADO N° 118 hoy 13 de 

agosto de 2021. 

 
LUIS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ 

Secretario 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 

Bogotá D. C., doce (12) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 

 

Exp. No.         1100140030122019021801 
Clase:           Verbal  
Demandante:         Claudia Marleny Castro       
Demandado:         Ernesto Montoya García      
Motivo de alzada:      Apelación Auto. 

 

I. OBJETO DE LA DECISIÓN 

  

Resuelve el Despacho el RECURSO de APELACIÓN interpuesto por la parte 

demandante contra el auto adiado 10 de mayo de 2021, mediante el cual el 

Juzgado Doce (12) Civil Municipal de Bogotá, D.C. declaró terminado el proceso 

por encontrar probada la excepción previa de “pleito pendiente”, planteada por 

la parte demandada. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

1. En virtud del auto impugnado, el Juzgado de conocimiento declaró terminado 

el proceso, al declarar probada la excepción previa de pleito pendiente que 

planteó el extremo pasivo de la acción, toda vez que consideró se encontraban 

reunidos los requisitos para la configuración de esta excepción, esto es, primero, 

existe un proceso en curso adelantado por el Juzgado 46 Civil del Circuito de 

esta ciudad, dentro del cual no se ha proferido decisión de fondo, segundo, las 

pretensiones son conexas, ya que la cosa y el derecho son similares,  el aquí 

demandado persigue la declaratoria de la prescripción respecto al 50% del bien 

que figura como de propiedad de la aquí demandante, quien a su vez en el 

presente proceso pretende que se le reivindique dicho porcentaje y, tercero, los 

hechos y las partes son las mismas.  
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Relievó que, pese a que dentro del proceso de pertenencia que presentó el 

demandado, se formuló demanda de reconvención, la misma le fue rechazada, 

razón por la que instauró la presente acción.  

 

2. Inconforme con tal determinación, la parte actora interpuso recurso de 

reposición y en subsidio el de apelación, argumentando, en síntesis, que (i) las 

pretensiones de los dos procesos no son idénticas, es decir, en el de pertenencia 

el demandante busca ser declarado dueño y en el reivindicatorio se pretende la 

restitución del bien, la cual solo puede ser formulada por el propietario; (ii) no se 

puede confundir el objeto del litigio con la pretensión, las cuales en el presente 

caso son excluyentes; (iii) existe una diferente vía procesal para la pertenencia 

y para el reivindicatorio; (iv) se incurre en la vulneración al derecho al debido 

proceso y al acceso a la administración de justicia de la parte actora.  

 

3. El juez de primera instancia, decidió mantener el auto impugnado y conceder 

en el efecto suspensivo el recurso de alzada invocado.  

 

III. CONSIDERACIONES  

 

1. Empecemos por acotar que las excepciones previas son medios defensivos 

enlistados taxativamente en nuestro estatuto procesal general, mediante los 

cuales el demandado puede alegar la improcedencia de la relación jurídico-

procesal en la forma como ha quedado estructurada y solicitar que no se 

continúe el proceso mientras el defecto observado no sea subsanado en la 

forma que corresponda, o se finiquite el proceso dependiendo del caso en 

puntual, pues, en ciertos eventos, ponen fin a la actuación.   

 

2. Lo primero que se hace necesario precisar es que la excepción de “pleito 

pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto” propuesta, en 

efecto se encuentra consagrada en nuestro ordenamiento procesal como una 

de aquellas denominadas previas, y que en caso de prosperar generan la 

terminación del proceso, como así lo establece el numeral 2º del artículo 101 del 

C.G.P., sin embargo, “no basta con solicitar que se tenga en cuenta la 

excepción, sino que se deben probar los hechos en que se sustenta dicha 

petición, así como los requisitos que la doctrina y la jurisprudencia nacional han 
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establecido para que pueda considerarse procedente la excepción de pleito 

pendiente”1.  

 

2.1. Para que se configure la excepción en cita, se requiere la concurrencia de 

los siguientes presupuestos: (i) identidad de partes, (ii) identidad de causa, (iii) 

identidad de objeto, (iv) identidad de acción y (v) existencia de los dos 

procesos.  

 

Se refiere lo primero [objeto] al bien jurídico disputado en el proceso anterior, 

no propiamente al derecho reclamado, esto es, que en el proceso se 

controvierta sobre el mismo bien jurídico discutido en juicio anterior; la 

identidad de causa, a su vez, es el fundamento inmediato del derecho que se 

ejerce y en la cual se enmarca la pretensión, pues, la demanda del nuevo litigio 

tiene como fundamento de la pretensión la misma razón de hecho que se 

alegó en el proceso anterior y, en relación con la identidad de las partes, debe 

anotarse que fuera de la identidad personal ante los mismos sujetos activos y 

pasivos de ambos procesos, el artículo 303 del C.G.P., establece una 

identidad jurídica de partes, en la forma y términos previstos en el inciso 

segundo de esa disposición.  

 

En cuanto a la identidad de acción, baste acotar lo que sobre el particular ha 

dicho la Corte Suprema de Justicia que “la excepción de pleito pendiente 

requiere que la acción (pretensión) debatida en las dos causas sea la misma, 

esto es, que el fallo de uno de los juicios produzca la excepción de cosa 

juzgada en el otro porque se trata de idéntica controversia entre las mismas 

partes, la excepción de litispendencia solo tiene lugar cuando la primera 

demanda comprende la segunda”.2 

 

2.2. El soporte fáctico de la pluricitada excepción de pleito pendiente que se 

alega, como antes quedara explicado, se fundamenta en que la aquí 

demandante en acción reivindicatoria, es demandada por el aquí demandado 

en un proceso de pertenencia, pretendiendo se le declare dueña absoluta del 

 
1 Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, auto del 2 de marzo de 2007,  exp. N° 2006 00031 01 M.P: Álvaro Fernando 

García Restrepo 
2 G.J. Nos. 1957/58. 708. 



Exp. N°1100140030122019021801 

 

4 

 

50% del inmueble identificado con folio de matrícula 50C-1326967 y, en 

consecuencia, su restitución, para sopesar la acción de usucapión que en su 

contra adelanta el aquí demandado sobre dicha cuota parte, avizorándose, 

que en el proceso de pertenencia, a pesar de haber formulado la demanda de 

reconvención respectiva, la misma fue rechazada, por adelantarse esta bajo 

el procedimiento verbal y la demanda de pertenencia por el abreviado, 

viéndose conminada a entablar la acción que ahora nos convoca.   

 

En tal sentido, es claro que no se encuentran reunidos en este caso los 

presupuestos para que se abra paso la excepción de pleito pendiente y, con 

ello, la terminación del proceso donde fue propuesta la misma, pues, en 

efecto, (i) aunque hay similitud de partes, en la pertenencia fungen como 

demandados la señora Claudia Marleny Castro junto con las personas 

indeterminadas y en el presente asunto es Ernesto Montoya García el 

demandado, (ii) no hay identidad de causa, pues, de una parte en el proceso 

de pertenencia, se pretende se declare como dueño al poseedor por 

prescripción adquisitiva de dominio y, de otra, en el reivindicatorio que se 

restituya la posesión a quien figura como titular del derecho de dominio sobre 

el bien y; (iii) en torno a la identidad de objeto, es claro que cada demandante 

busca un objetivo diferente, así, en la usucapión la persona que ha ocupado 

una propiedad en calidad de poseedor por el tiempo necesario para que se 

configure la prescripción adquisitiva, se convierta en dueño de ella y, en el 

reivindicatorio, que el dueño de una propiedad (bien mueble o inmueble) la 

recupere cuando está ocupada por otra persona en calidad de poseedor y, por 

ende, las acciones son totalmente diferentes.  

 

En ese orden de ideas, la litispendencia alegada no tiene la entidad suficiente 

para considerar que nos encontramos frente a un pleito pendiente que impida que 

el proceso de la referencia continúe, porque, v. gr., se puedan presentar fallos 

contradictorios en uno y otro asunto, existen figuras procesales que le brindan al 

operador judicial evitar estos inconvenientes.  

 

2.3. No puede perderse de vista, que a pesar de que la demandante en el 

presente reivindicatorio fue diligente y formuló demanda de reconvención, la 

misma fue rechazada, como ya se dijo, porque la misma debía adelantarse 
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conforme al proceso verbal, cuando la demanda principal se estaba 

adelantando por el procedimiento abreviado, razón por la que la única opción 

para recuperar la posesión de su cuota parte, era entablar la acción 

reivindicatoria de la referencia, la cual puede seguir adelantándose, pues, se 

itera, el hecho de que entre las partes exista un proceso de pertenencia, ello 

no constituye óbice para que no pueda adelantarse el proceso reivindicatorio. 

En un caso similar, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de 

tutela, consideró:  

  

“En efecto, la autoridad judicial de primer grado expuso como reflexiones que 
la llevaron a adoptar esa puntual determinación, la cual fue confirmada por el 
ad quem, «que frente a la excepción de mérito de pleito pendiente, esta no se 
configura, toda vez que si bien se adelanta ante el Juzgado catorce Civil del 
Circuito de Medellín el proceso de pertenencia en el cual se pretende se declare 
la prescripción adquisitiva de dominio del inmueble distinguido con folio de 
matrícula inmobiliaria 01N-5001649, en favor de la señora MARÍA DEL 
SOCORRO MONTOYA GARCÍA, demandante en el proceso que allí se 
adelanta en contra de los señores MARCO ANTONIO, ANA CECILIA, LUZ 
STELLA y OLGA LUCÍA ROJAS MARÍN, estos a su vez, demandantes dentro 
del presente proceso ordinario reivindicatorio, en el cual se pretende por parte 
de estos últimos la restitución del inmueble mencionado, también lo es que se 
trata de dos (2) procesos totalmente diferentes, tanto en sus pretensiones como 
en su trámite. Y debemos recordar que el pleito pendiente se configura cuando 
existe proceso igual en curso, sobre el mismo objeto, que se funde en la misma 
causa y que haya identidad de las partes, lo que no ocurre en el presente caso» 
[…] De donde se advierte que la validez del pronunciamiento fluye del contenido 
del mismo, pues, incorpora unos razonamientos que en estrictez no son 
antojadizos, no carecen de respaldo legal, ni jurisprudencial, y, cuya 

interpretación es plausible […]”3 
 

2.4. Además, debe memorarse que no es indispensable ni determinante las 

resultas del proceso reivindicatorio para definir el proceso de pertenencia, 

dado el efecto inter partes de las decisiones, ya que aquella que se emita en 

el proceso de pertenencia tiene efectos erga omnes tal como lo contempla la 

preceptiva del numeral 10 del artículo 375 del C.G.P., es decir, que aunque no 

tuviesen participación en el proceso, la decisión que se toma tiene efectos 

vinculantes para toda la sociedad, de manera que en nada incide la decisión 

del proceso reivindicatorio de dominio, que viene más relegado en su trámite 

que el proceso de pertenencia y, en el evento de que la pertenencia no 

prosperare, es viable que la aquí demandante pueda llevar avante su 

 
3  C.S.J. Sala de Casación Civil. STC10492-2014. M.P. Álvaro Fernando García Restrepo, ocho (8) de agosto 

de dos mil catorce (2014). 



Exp. N°1100140030122019021801 

 

6 

 

pretensión; posibilidad que, de ser terminado el presente proceso, se vería 

frustrada al no poder formular reivindicatorio como reconvención dentro de la 

pluricitada pertenencia, lo cual, en efecto, como lo alega, se constituiría en una 

vulneración a su derecho al acceso efectivo a la administración de justicia, 

pues, por vía de excepción no puede generar los mismos efectos que por vía 

de acción.  

 

3. Con base en las anteriores reflexiones, se concluye, entonces, que en el 

caso que nos convoca, se impone revocar la decisión que adoptó el juez de 

primera instancia, pues, se itera, de acuerdo con la situación fáctica 

evidenciada en el asunto objeto de debate, no se encuentran reunidos los 

requisitos para que se configure la excepción previa de pleito pendiente, como 

ab initio se consignó.  

 

En ese orden de ideas, se revocará la decisión atacada, sin que haya lugar a 

condenar en costas en esta instancia, en la medida que no se evidenció la 

generación de las mismas [numeral 8º del artículo 365 del C.G.P.], 

declarándose, en su lugar, la improsperidad de la excepción previa en 

comento.  

IV. DECISIÓN 

 

En virtud de lo anteriormente expuesto, el JUZGADO ONCE (11) CIVIL DEL 

CIRCUITO de Bogotá D.C.,  

RESUELVE 

 

PRIMERO: REVOCAR el proveído adiado 10 de mayo de 2021, que en el 

asunto dictó el Juzgado Doce (12) Civil Municipal de Bogotá, conforme las 

razones consignadas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: DECLARAR, en consecuencia, impróspera la excepción previa 

incoada por la parte demandada denominada “pleito pendiente”, conforme a 

lo aquí expuesto. 
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TERCERO: CONDENAR en costas al extremo demandado, a favor de la parte 

demandante. Por Secretaría, en primera instancia, practíquese su liquidación 

e inclúyase la suma de $700.000,oo por concepto de agencias en derecho.  

 

CUARTO: ABSTENERSE de condenar en costas, en esta instancia, por no 

aparecer causadas, a la luz de lo previsto en el numeral 8° del artículo 365 del 

C.G.P. 

 

QUINTO: ORDENAR la devolución del expediente al Juzgado de origen. Por 

Secretaría procédase de conformidad con lo aquí ordenado.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

  

 

 

 

MARÍA EUGENIA SANTA GARCÍA 

Jueza 

 

JUZGADO ONCE CIVIL DEL CIRCUITO 
Bogotá, D. C. 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: La providencia anterior es 
notificada por anotación en ESTADO N° 118 hoy 13 de 
agosto de 2021. 
 
           LUÍS ORLANDO BUSTOS DOMÍNGUEZ  

Secretario  

 
 


